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Ciudad de México, a veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno.

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

ordena al Consejo General del Instituto Nacional Electoral1, modificar el 

acuerdo INE/CG18/20212 a través del cual se especificaron los distritos 

donde se deben postular candidaturas indígenas y se definieron acciones 

afirmativas para el proceso electoral federal 2020-20213. Ello, a fin de que 

sean diseñadas e implementadas acciones afirmativas para las personas 

mexicanas migrantes y residentes en el extranjero. 

1 En adelante CG del INE. 
2 En lo sucesivo, el acuerdo controvertido o impugnado.
3 En la sentencia del SUP-RAP-121/2020 y acumulados.
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Asimismo, se da vista al Congreso de la Unión para que, en el ámbito de 

sus atribuciones, garantice a las personas mexicanas residentes en el 

extranjero el ejercicio pleno de sus derechos político-electorales 

relacionados con su representación legislativa en el ámbito federal, por 

ejemplo, por medio de la figura de diputación migrante. A ese efecto deberá 

coadyuvar el INE.

Finalmente, se ordena al INE tutelar la posibilidad de que cada persona 

registrada como candidata, pueda solicitar la protección de sus datos 

respecto de la acción afirmativa por la que participa, así como llevar a cabo 

un estudio sobre la eficacia y funcionamiento de las mismas que deberá 

realizar una vez finalizado el proceso electoral y poner a disposición del 

Congreso de la Unión para los efectos conducentes.

ANTECEDENTES

1. Sentencia de la Sala Superior. El veintinueve de diciembre de dos mil 

veinte, esta Sala Superior dictó sentencia en el SUP-RAP-121/2020 y sus 

acumulados, en la que, entre otras cuestiones, modificó el acuerdo 

INE/CG572/2020, a fin de que el CG del INE determinara los veintiún 

distritos en los que deberían postularse las candidaturas a diputaciones por 

el principio de mayoría relativa, respecto a una acción afirmativa indígena.

Además, ordenó que se fijaran lineamientos para implementar medidas 

afirmativas para la participación política de las personas con discapacidad, 

así como de otros grupos en situación de vulnerabilidad4.

2. Acuerdo controvertido. El quince de enero de dos mil veintiuno5, en 

acatamiento a la sentencia emitida por este órgano jurisdiccional, el CG del 

INE emitió el acuerdo INE/CG18/20216.

4 También se dio vista al Congreso General para que, en ejercicio de sus atribuciones, llevara a cabo 
las adecuaciones conducentes en relación con las medidas afirmativas tendentes a garantizar el 
acceso efectivo de las personas en situación de vulnerabilidad al ejercicio del poder público.
5 En adelante las fechas corresponde a dos mil veintiuno, salvo precisión diversa.
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3. Recursos de apelación. El dieciocho y diecinueve de enero, los partidos 

políticos Verde Ecologista de México 7, del Trabajo8, Encuentro Solidario9 y 

Acción Nacional10 promovieron recursos de apelación en contra del acuerdo 

referido.

4. Juicios de la ciudadanía. A fin de controvertir ese mismo acuerdo, así 

como omisiones atribuidas al INE, se promovieron los juicios de la 

ciudadanía que se precisan enseguida.

Juicio Actor Recibido

SUP-JDC-87/2021 David Gerardo Herrera 
Herrerías

El 25 de enero, en la Sala 
Superior, mediante servicio de 
mensajería

SUP-JDC-89/2021 Juan José Corrales Gómez
El 21 de enero ante el INE, 
recibido el 25 posterior ante Sala 
Superior

SUP-JDC-114/2021 Oscar Hernández 
Santibáñez

El 26 de enero ante el INE, 
recibido el 30 posterior ante Sala 
Superior

5. Turno y radicación. Recibidos los escritos de demanda, la Presidencia 

de este órgano jurisdiccional acordó integrar los expedientes respectivos y 

turnarlos a la ponencia de la Magistrada Janine M. Otálora Malassis, donde 

se radicaron.

6. Admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, la Magistrada 

Instructora acordó la admisión y ordenó el cierre de instrucción.

RAZONES Y FUNDAMENTOS

6 ACUERDO DEL CG DEL INE POR EL QUE EN ACATAMIENTO A LA SENTENCIA DICTADA POR 
LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EN EL EXPEDIENTE SUP-RAP-121/2020 Y ACUMULADOS, SE MODIFICAN LOS CRITERIOS 
APLICABLES PARA EL REGISTRO DE CANDIDATURAS A DIPUTACIONES POR AMBOS 
PRINCIPIOS QUE PRESENTEN LOS PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES Y, EN SU CASO, LAS 
COALICIONES ANTE LOS CONSEJOS DEL INSTITUTO, PARA EL PROCESO ELECTORAL 
FEDERAL 2020-2021, APROBADOS MEDIANTE ACUERDO INE/CG572/2020
7 En lo sucesivo, PVEM.
8 En lo subsecuente, PT.
9 En lo posterior, PES.
10 En lo siguiente, PAN.
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PRIMERA. Competencia. Esta Sala Superior es competente para conocer 

y resolver los medios de impugnación11, toda vez que tanto los partidos 

políticos recurrentes como la parte actora en los juicios de la ciudadanía se 

inconforman de un acto emitido por el Consejo General, órgano central del 

INE, así como diversas omisiones que se le atribuyen, relacionados con los 

criterios normativos aplicables para el registro de candidaturas a 

diputaciones federales -por ambos principios- que presenten los partidos 

políticos nacionales y, en su caso, las coaliciones ante los consejos de ese 

Instituto, para el proceso electoral federal 2020-2021. De ahí que, al estar 

vinculados al establecimiento de reglas generales, corresponde el 

conocimiento a esta Sala.

Máxime que los criterios controvertidos se emitieron en acatamiento a lo 

ordenado en una sentencia emitida por este órgano jurisdiccional en los 

recursos de apelación SUP-RAP-121/2020 y acumulados.

SEGUNDA. Justificación para resolver en sesión no presencial. Esta 

Sala Superior emitió el Acuerdo General 8/202012, en el cual, si bien se 

reestableció la resolución de todos los medios de impugnación, en su punto 

de acuerdo segundo determinó que las sesiones continuarán realizándose 

por medio de videoconferencias, hasta que el Pleno de esta Sala Superior 

determine alguna cuestión distinta.

TERCERA. Acumulación13. Del análisis de las demandas de los partidos 

políticos en los recursos de apelación y de la parte actora en los juicios de 

la ciudadanía se advierte que procede la acumulación.

11 Con fundamento en los artículos 41.VI, y 99.III y V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (en adelante Constitución federal); 184; 186.III.a), c) y g), y 189.I.c) y e), de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación (en adelante, Ley Orgánica); así como 40.1 y 44.1.a), 
79, 80 y 83, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral (en 
adelante, Ley de Medios).
12 ACUERDO GENERAL DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN NÚMERO 8/2020, POR EL QUE SE REANUDA LA RESOLUCIÓN 
DE TODOS LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. Aprobado el primero de octubre de dos mil veinte. 
Publicado en el Diario Oficial de la Federación el trece de octubre de dos mil veinte, en vigor a partir 
del día siguiente.
13 De conformidad con el artículo 199, fracción XI de la Ley Orgánica, se someterá a consideración 
de la Sala la procedencia de la acumulación de las impugnaciones, así como la procedencia de la 
conexidad, en los términos de las leyes aplicables.
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En los medios de impugnación se controvierte el acuerdo INE/CG18/2021, 

emitido por el CG del INE, en cumplimiento a la sentencia SUP-RAP-

121/2020 y acumulados, relativo a los criterios aplicables para el registro de 

candidaturas a diputaciones federales por ambos principios, por lo tanto, 

existe identidad entre el acto impugnado, así como en la autoridad 

responsable. 

Por cuanto hace al SUP-JDC-89/2021, si bien no se trata del mismo acto 

impugnado, lo cierto es que la temática y materia de la impugnación está 

estrechamente vinculada a la de los demás juicios de la ciudadanía que se 

resuelven, pues su pretensión final es que se tome en cuenta a las personas 

mexicanas residentes en el extranjero para el próximo proceso electoral.

Por lo tanto, si existe identidad en la autoridad señalada como responsable, 

en el acto controvertido y/o en la pretensión en los recursos y juicios, resulta 

procedente su acumulación14.

A efecto de maximizar el derecho de acceso a una justicia completa, pronta 

y expedita, así como evitar la posibilidad de emitir fallos contradictorios, 

además de observar el principio de economía procesal, se deberán 

acumular los recursos de apelación SUP-RAP-23/2021, SUP-RAP-24/2021, 

SUP-RAP-26/2021, así como los juicios de la ciudadanía SUP-JDC-

87/2021, SUP-JDC-89/2021 y SUP-JDC-114/2021 al diverso SUP-RAP-

21/2021 por ser éste el que se recibió primero en la Oficialía de Partes de 

esta Sala Superior.

Por su parte el artículo 31 de la Ley de Medios, prevé que, para la resolución pronta y expedita de 
los medios de impugnación previstos en esa ley, los órganos del Instituto o las Salas del Tribunal 
Electoral podrán determinar su acumulación.
Así, el artículo 79 del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
dispone que procede la acumulación cuando en dos o más medios de impugnación se controviertan 
actos o resoluciones de la misma autoridad u órgano señalado como responsable; o cuando se 
advierta conexidad, porque se controvierta el mismo acto o resolución, y que sea conveniente su 
estudio en forma conjunta.
14 Similares consideraciones se argumentaron en el SUP-REC-26/2015 y SUP-REC-27/2015 
acumulados.
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En consecuencia, deberá agregarse copia certificada de los puntos 

resolutivos de esta sentencia a los expedientes acumulados.

CUARTA. Requisitos de procedencia15. Se cumplen conforme a lo 

siguiente. 

1. Forma. Las demandas fueron presentadas por escrito y en ellas se hace 

constar el nombre y la firma autógrafa de quienes promueven en 

representación de los partidos políticos recurrentes, de la organización y por 

propio derecho; se identifica la autoridad responsable; se mencionan los 

hechos en que se basan las impugnaciones; los agravios ocasionados y los 

preceptos transgredidos.

2. Oportunidad. Los medios de impugnación son oportunos16, como se 

explica a continuación:

Para esta Sala Superior resulta un hecho notorio17 que el acuerdo 

controvertido fue aprobado por el CG del INE en sesión de quince de enero 

y fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el miércoles veintisiete 

del mismo mes18.

Los recursos de apelación fueron interpuestos por los partidos políticos el 

dieciocho y diecinueve de enero —dentro de los cuatro días posteriores a 

la fecha de la emisión del acuerdo impugnado— por lo tanto, es oportuna 

su presentación.

Ahora bien, las demandas de los juicios ciudadanos también fueron 

oportunas, dado que se presentaron en un periodo que va del veintiuno al 

veintiséis de enero y, del análisis de las demandas, se constata que los 

promoventes omiten señalar una fecha en la que hayan tenido conocimiento 

15 Previstos en los artículos 7.1, 8, 9.1, 45.1.a) y 79, de la Ley de Medios.
16 En términos de lo dispuesto en los artículos 7, párrafo 2 y 8 de la Ley de Medios.
17 En términos de lo preceptuado por el artículo 15 primer párrafo de la Ley de Medios.
18 Consultable en https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5610455&fecha=27/01/2021 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5610455&fecha=27/01/2021
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del acuerdo controvertido o que les haya sido notificado. Al no contar con 

ese dato y no advertirse prueba en contrario, se debe considerar como 

fecha de conocimiento del acto controvertido la del día en que fue 

presentada la demanda, de ahí que se tenga por cumplido el requisito de 

oportunidad.19

Además, como previamente se señaló, el acuerdo controvertido fue 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de enero del 

año que transcurre, por lo que conforme a la normativa procesal20, la 

publicación ha surtido sus efectos el día veintiocho. Así, el plazo idóneo para 

su impugnación feneció el lunes 1 de febrero, dado que, al estar vinculado 

al proceso electoral federal actualmente en desarrollo todos los días se 

consideran hábiles.21

Por lo que hace al juicio SUP-JDC-89/2021, su promoción es oportuna 

derivado de que se controvierten omisiones atribuidas al INE.22

3. Legitimación y personería. Se surten los requisitos porque los recursos 

de apelación fueron interpuestos por diversos partidos políticos por 

conducto de sus representantes legítimos, cuestión reconocida por la 

responsable al rendir su informe23.

Del mismo modo, la parte actora de los juicios de la ciudadanía cuentan con 

legitimación, toda vez que son promovidos por ciudadanos que comparecen 

por propio derecho.

4. Interés jurídico. Los partidos recurrentes controvierten el acuerdo que 

emitió la autoridad responsable en acatamiento a una sentencia de esta 

Sala Superior relacionada con la postulación de las candidaturas a 

diputaciones, por ambos principios, respecto a las acciones afirmativas 

19 Jurisprudencia 8/2001: “CONOCIMIENTO DEL ACTO IMPUGNADO. SE CONSIDERA A PARTIR 
DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, SALVO PRUEBA PLENA EN CONTRARIO”.
20 Artículo 30, párrafo 2 de la Ley de Medios.
21 Artículo 7, párrafo 1 de la Ley de Medios.
22 Jurisprudencia 15/2011, de rubro: PLAZO PARA PRESENTAR UN MEDIO DE IMPUGNACIÓN, 
TRATÁNDOSE DE OMISIONES.
23 Conforme al artículo 18, numeral 2, inciso a) de la Ley de Medios.
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que deberán implementarse en el proceso electoral 2020-2021 y señalan 

que el acto impugnado les genera una afectación.

Además de estar facultados para deducir las acciones tuitivas de intereses 

difusos, en su calidad de entidades de interés público24, el acto aquí 

impugnado les impone un deber de hacer y consideran que dicho mandato 

no está apegado a Derecho.

Por su parte, los promoventes en los juicios de la ciudadanía cuentan con 

interés legítimo para impugnar el acto controvertido, dado que, señalan que 

pertenecen a un grupo discriminado y en desventaja, —personas residentes 

en el extranjero— con la pretensión de que se considere a las personas 

mexicanas residentes en el extranjero como parte de las acciones 

afirmativas implementadas por lo que cuentan con interés para cuestionar 

el acuerdo impugnado25. En el caso del SUP-JDC-89/2021 la parte 

demandante aduce que le agravian las omisiones que atribuye al INE.

5. Definitividad. No existe otro medio de impugnación para controvertir la 

determinación impugnada.

En conclusión, los medios de impugnación cumplen con el requisito para 

dictar una sentencia que resuelva el fondo de la controversia.

QUINTA. Síntesis del acto impugnado. En lo que es materia de este 

asunto, el CG del INE realizó lo siguiente.

1. Especificó los veintiún distritos electorales en los que se implementará la 
acción afirmativa indígena para la elección de diputaciones por el principio de 
RP. Así tal medida quedó establecida en los términos siguientes

Grupo Piso mínimo Distribución

24 Véanse las jurisprudencias 10/2015 y 15/2000, de rubros: “ACCIONES TUITIVAS DE INTERESES 
DIFUSOS. ELEMENTOS NECESARIOS PARA QUE LOS PARTIDOS POLÍTICOS LAS PUEDAN 
DEDUCIR”, y “PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES. PUEDEN DEDUCIR ACCIONES TUITIVAS 
DE INTERESES DIFUSOS CONTRA LOS ACTOS DE PREPARACIÓN DE LAS ELECCIONES”.
25 De acuerdo con la Jurisprudencia 9/2015, de rubro: “INTERÉS LEGÍTIMO PARA IMPUGNAR LA 
VIOLACIÓN A PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES. LO TIENEN QUIENES PERTENECEN AL 
GRUPO EN DESVENTAJA A FAVOR DEL CUAL SE ESTABLECEN”.
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Personas 
indígenas

Treinta fórmulas 
integradas de 

manera paritaria 

MR: 21 fórmulas (11 mujeres) en los distritos 
especificados por orden de la Sala Superior 

(distritos de Chiapas 1,2,3,5 y 11; 
Guerrero, 5 y 6; Hidalgo, 1; Oaxaca 2,4,6,7 

y 9; Puebla 2 y 4; San Luis Potosí el 7; 
Veracruz 2 y 28; Yucatán 1, 2 y 5) 

Se establecen tres bloques de competitividad
RP: 9 fórmulas (5 mujeres) especificados en 
el acuerdo INE/CG572/2020. En la primera, 

segunda y quinta circunscripción una 
fórmula, en la tercera cuatro y el cuarta dos. 
Todas las fórmulas deberán colocarse dentro 

de los primeros 10 lugares de la lista 
2. Definió las siguientes medidas afirmativas

Grupo Piso mínimo Distribución

Personas 
indígenas

Treinta fórmulas 
integradas de 

manera paritaria 

MR: 21 fórmulas (11 mujeres) en los distritos 
especificados por orden de la Sala Superior 

(distritos de Chiapas 1,2,3,5 y 11; 
Guerrero, 5 y 6; Hidalgo, 1; Oaxaca 2,4,6,7 

y 9; Puebla 2 y 4; San Luis Potosí el 7; 
Veracruz 2 y 28; Yucatán 1, 2 y 5) 

Se establecen tres bloques de competitividad
RP: 9 fórmulas (5 mujeres) especificados en 
el acuerdo INE/CG572/2020. En la primera, 

segunda y quinta circunscripción una 
fórmula, en la tercera cuatro y el cuarta dos. 
Todas las fórmulas deberán colocarse dentro 

de los primeros 10 lugares de la lista 

Personas con 
discapacidad

Ocho fórmulas 
integradas de 

manera paritaria

MR: 6 fórmulas de los 300 distritos 
RP: 2 fórmulas que podrán postularse en 
cualquiera de las cinco circunscripciones 

electorales y
deberán ubicarse en los primeros diez 

lugares de la lista 

Personas 
afromexicanas

Cuatro fórmulas 
integradas de 

manera paritaria 

MR: 3 fórmulas en cualquiera de los 300 
distritos electorales

RP: 1 fórmula que podrá postularse en 
cualquiera de las cinco circunscripciones, 

debiendo ubicarla en los primeros diez 
lugares de la lista

Personas de 
la diversidad 

sexual 

Tres fórmulas 
integradas de 

manera paritaria con 
especificaciones 
propias del grupo

MR: 2 fórmulas en cualquiera de los 300 
distritos electorales

RP: 1 fórmula que podrá postularse en 
cualquiera de las cinco circunscripciones, 

debiendo ubicarla en los primeros diez 
lugares de la lista

Personas 
residentes en 
el extranjero

No existen condiciones para determinar una acción afirmativa para 
este grupo. Esta medida queda como un compromiso pendiente para 
posteriores procesos electorales

Juventudes

Las juventudes están representadas, así que se conmina a los 
partidos políticos a postular a población joven atendiendo la 
obligación que tienen de implementar las medidas necesarias que 
permitan que todas las personas puedan ejercer efectivamente sus 
derechos político-electorales. Además, el INE señala que seguirá 
promoviendo el incremento de postulaciones de personas jóvenes
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SEXTA. Estudio. La pretensión de los partidos apelantes es que se 

revoque el acto impugnado y la de los juicios de la ciudadanía; que se 

modifique para efecto de incluir acciones afirmativas para personas 

ciudadanas residentes en el extranjero. 

Los agravios a partir de los cuales fundamentan su pretensión serán 

agrupados en los siguientes rubros26: 

1. Vulneración a los principios de certeza y seguridad jurídica.
2. Vulneración al principio de autodeterminación y autoorganización.
3. Implementación de las acciones afirmativas.
4. Distorsión de la finalidad y esencia del principio de RP y de las 
diputaciones plurinominales.
5. Indebida determinación de tres distritos de la acción afirmativa 
indígena.
6. Falta de exhaustividad en estudio para establecer el número de 
candidaturas para personas con discapacidad.
7. Medidas para las personas de la diversidad sexual y de género.
8. Medidas para las personas mexicanas residentes en el extranjero.

1. Vulneración a los principios de certeza y seguridad jurídica. PAN y 

PES argumentan que se vulneran de manera grave esos principios para los 

actores y para quienes participan en la contienda. Expuestos en forma 

conjunta y sintética, sus argumentos son los siguientes:

 Es vital la observancia del término constitucional previsto en el artículo 
105.II, para modificar reglas sustanciales del proceso, como la del 
acuerdo impugnado que pretende limitar la posibilidad y derecho de ser 
votados en razón de origen étnico, raza, condición y preferencia.

 Se imponen nuevas reglas trascendentales para el proceso electoral, 
cuando ya ha iniciado e incluso transcurren sus etapas de preparación 
y han concluido términos establecidos por la responsable 
(INE/CG308/2020).

 Las modificaciones tienen un alto impacto en el cumplimiento de las 
obligaciones de los partidos políticos como la organización de procesos 
internos para elegir candidaturas.

 Se vulnera la certeza porque en el calendario homologado del INE las 
etapas de precampaña ya están a días de iniciar y se vulnera la 
imparcialidad pues la autoridad electoral y las autoridades partidistas ya 

26 De acuerdo con la jurisprudencia 4/2000 de rubro AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O 
SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN esta metodología de estudio no genera prejuicio alguno. 
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conocen los nombres, orígenes étnicos, razas, condición y preferencia 
(o ausencia de ellos) de quienes desean participar en este proceso.

 El INE pretende establecer reglas que no fueron mandatadas en la 
sentencia de la Sala Superior como la acción afirmativa para la 
diversidad sexual.

Los agravios son infundados porque, aunado a que el CG del INE emitió 

el acuerdo controvertido en cumplimiento a lo ordenado por esta Sala 

Superior en la sentencia del recurso de apelación 121 de 2020 y sus 

acumulados, las medidas implementadas no constituyen una modificación 

legal fundamental.

En efecto, al dictar sentencia en el citado recurso, se ordenó al CG del INE: 

 Delimitar los veintiún distritos electorales uninominales en los que habrán 
de postularse candidaturas a diputaciones federales por acción afirmativa 
indígena; 

 Llevar a cabo las acciones necesarias y pertinentes para implementar 
medidas afirmativas que garanticen el acceso de las personas con 
discapacidad en la postulación de candidaturas en el actual proceso 
electoral federal y, 

 Determinar los grupos que ameritan contar con una representación 
legislativa para que, de inmediato, diseñe las acciones o medidas 
afirmativas necesarias y efectivas tendentes a lograr su inclusión 
mediante la postulación de candidaturas.

Así, a fin de dar cumplimiento a lo ordenado por esta Sala Superior, el CG 

del INE emitió el acuerdo ahora controvertido.

Ahora, la prohibición prevista en el artículo 105, fracción II, penúltimo 

párrafo27 de la Constitución federal está integrada por dos elementos: 

 Las leyes electorales deben promulgarse y publicarse por lo menos 
noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a 
aplicarse, y 

 Durante un proceso electoral en curso no podrá haber modificaciones 
legales fundamentales.

27 Artículo 105. […] Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo 
menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el 
mismo no podrá haber modificaciones legales fundamentales.
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación28 ha referido que la previsión 

contenida en ese artículo no es tajante29, toda vez que admite la realización 

de reformas a las disposiciones generales en materia electoral dentro del 

plazo de noventa días anteriores al inicio del proceso electoral en que vayan 

a aplicarse o una vez iniciado éste, con la limitante de que no constituyan 

"modificaciones legales fundamentales".

La SCJN ha definido que las modificaciones legales serán fundamentales 

cuando tengan por objeto o resultado producir, en elementos rectores del 

proceso electoral, una alteración al marco jurídico aplicable a través de lo 

cual se otorgue, modifique o elimine algún derecho u obligación para 

cualquiera de los actores políticos. Las modificaciones legales no serán 

fundamentales si el acto no afecta elementos rectores y no repercute en las 

reglas a seguir durante el proceso electoral.

Al respecto, es criterio de este órgano jurisdiccional30 que la emisión de 

acuerdos como el ahora controvertido constituye una instrumentación 

accesoria y temporal, tendente a modular determinadas cuestiones 

inherentes a la postulación de las candidaturas, sin que ello represente una 

modificación legal fundamental ni se transgreda el principio de certeza.

En el juicio de revisión constitucional 14 de 2020, este Tribunal Electoral 

delimitó que, si transcurren los plazos admisibles para las reformas 

electorales federales y locales para garantizar el ejercicio de algún derecho 

humano, tal situación lleva consigo a que las autoridades electorales 

administrativas, en el ejercicio de sus atribuciones, de manera precautoria 

y provisional, emitan los acuerdos, lineamientos o cualquier otra medida en 

materia electoral, que tienda al mismo fin; ya que de lo contrario, subsistiría 

un incumplimiento al deber convencional de adoptar disposiciones de 

28 En adelante, SCJN.
29 Tesis de jurisprudencia P./J. 87/2007 del Pleno de la SCJN, de rubro: ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "MODIFICACIONES LEGALES 
FUNDAMENTALES", CONTENIDA EN LA FRACCIÓN II, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 
105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
30 Sentencia emitida en los recursos de apelación SUP-RAP-121/2020 y acumulados, como la diversa 
en el recurso SUP-RAP-726/2017 y sus acumulados.
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derecho interno para garantizar el ejercicio de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales, y el riesgo de que el Estado Mexicano incurriera 

en responsabilidad internacional.

En este sentido, cabe mencionar el juicio de la ciudadanía 12624 de 2011 y 

acumulados31 donde la verificación del cumplimiento de medidas 

afirmativas se dio en la fase de preparación de la elección. 

En ese caso, resuelto el treinta de noviembre de dos mil once, para dar 

sentido a las normas aplicables, se establecieron segmentos para las listas 

de representación proporcional, alternando con candidaturas a partir del 

género y se resolvió que la cuota del treinta por ciento tenía que ser ocupada 

por titulares y suplentes mujeres.

En acatamiento, el entonces Instituto Federal Electoral, emitió el acuerdo32 

con modificaciones el catorce de diciembre de dos mil once. Ello, en el 

marco de un proceso en el que las precampañas dieron inicio el dieciocho 

de diciembre del dos mil once y concluyeron el quince de febrero del año 

dos mil doce. Siendo así, el veintinueve de marzo de dos mil doce ese 

Instituto, en ejercicio de la facultad supletoria, registró las candidaturas. 

A lo anterior se suma que esta Sala Superior33 ha señalado que: 

 Las reglas para instrumentalizar la paridad deben respetarse inclusive 
iniciadas las campañas electorales a fin de evitar afectaciones a los 
derechos de las mujeres y del electorado, fundamentalmente cuando la 
inobservancia del principio de paridad se deba al indebido actuar de los 
partidos políticos y de las autoridades electorales. 

 El hecho de que las campañas estén en curso no puede considerarse 
como un criterio determinante para dejar de aplicar la paridad, pues ello 
implicaría permitir un periodo en el que puedan cometerse violaciones a 
ese principio sin consecuencias jurídicas, aduciendo un argumento 
estrictamente fáctico –y eventualmente atribuible a las autoridades y los 
partidos– como lo avanzado de las campañas electorales. 

31 Promovido en contra del Acuerdo del Consejo General del entonces Instituto Federal Electoral por 
el que se indicaban los criterios aplicables para el registro de candidaturas a los distintos cargos de 
elección popular que presenten los partidos políticos y, en su caso, las coaliciones ante los Consejos 
del Instituto, para el proceso electoral federal 2011-2012.
32 CG413/2011. 
33 Tesis LXXVIII/2016, de rubro: PARIDAD DE GÉNERO. DEBE OBSERVARSE EN LA 
POSTULACIÓN DE CANDIDATURAS PARA INTEGRAR CONGRESOS LOCALES Y CABILDOS, 
INCLUSIVE INICIADAS LAS CAMPAÑAS ELECTORALES.
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Entonces, las medidas implementadas por las autoridades electorales 

administrativas deben aprobarse con anticipación suficiente para hacer 

factible su definitividad antes del inicio del registro de candidaturas o el 

desarrollo de la jornada electoral34.

Si bien estos criterios corresponden a cuestiones relativas a paridad de 

género, lo cierto es que también resultan aplicables a casos de personas 

con discapacidad35 y de personas pertenecientes a los grupos en situación 

de vulnerabilidad que, a partir de lo ordenado por esta Sala Superior y lo 

determinado en el acuerdo impugnado, ameritan contar con una 

representación legislativa. Ello, dado que el principio que subyace tanto a la 

paridad como al establecimiento de acciones afirmativas para la inclusión 

de personas que pertenecen a grupos excluidos y subrepresentados, es el 

de hacer realidad el derecho a la igualdad. 

En consecuencia, no puede afirmarse que se vulneró lo previsto en el 

artículo 105 fracción II, penúltimo párrafo, de la Constitución federal, dado 

que los criterios controvertidos constituyen una instrumentación accesoria y 

temporal que materializa una obligación constitucional de los partidos 

políticos.

En ese sentido, el acuerdo del CG del INE no se encuadra dentro de las 

modificaciones substanciales que prohíbe la Constitución federal, dado que 

las medidas que allí se establecen tienen como finalidad instrumentar la 

forma en que los partidos políticos deben cumplir con su obligación 

constitucional de presentar las candidaturas para cumplir con los fines 

constitucionalmente previstos, relativos a contribuir a la integración de la 

representación nacional y hacer posible el acceso de la ciudadanía al 

34 Otros dos elementos que, de acuerdo con la sentencia del SUP-JDC-12624/2011 tienen que 
cumplirse, son: No exceder el ejercicio de la facultad legislativa ni el principio de reserva de ley y que 
sean de carácter temporal, por lo cual, únicamente deben aplicarse al proceso electoral para el cual 
se expidan. 
35 Así se consideró en la sentencia emitida en los recursos de apelación SUP-RAP-121/2020 y 
acumulados.
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ejercicio del poder público36 en condiciones de igualdad y libres de 

discriminación. 

Por ello, se concluye que los agravios vinculados a la violación de la regla 

de los noventa días son infundados. 

Ahora bien, las medidas afirmativas implementadas por el CG del INE 

tampoco vulneran los principios de certeza y seguridad jurídica como 

señalan los recurrentes. 

La parte recurrente aduce que la imposición de nuevas reglas 

trascendentales para el proceso electoral federal, cuando ya ha iniciado e 

incluso transcurren sus etapas de preparación -precampañas- en las cuales 

en algunos casos han concluido términos establecidos por la responsable,37 

vulnera la certeza respecto de las etapas de precampaña, así como de las 

personas que desean participar en el proceso.

No asiste la razón al recurrente porque, como se ha expuesto, la previsión 

de las medidas derivó de lo ordenado por este órgano jurisdiccional. El 

principio de certeza en modo alguno se ve afectado porque si bien los 

partidos políticos pueden haber definido sus métodos de selección de 

candidaturas previo a la aprobación del acuerdo controvertido, desde el 

momento de la emisión de la sentencia del recurso de apelación 121 de 

2020 y sus acumulados38 tuvieron conocimiento de que se había ordenado 

al CG del INE implementar medidas afirmativas para personas con 

discapacidad, así como determinar los grupos que ameritan contar con 

representación legislativa para que, de inmediato, diseñara las acciones 

necesarias. 

36 Artículo 41, párrafo tercero, base I, párrafo segundo, de la Constitución federal.
37 Acuerdo INE/CG308/2020 por el que se establecieron diversos de procedimientos relacionados 
con el periodo de precampañas para el proceso electoral federal 2020-2021.
38 La sentencia fue emitida por este órgano jurisdiccional el 29 de diciembre de 2020.
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A ello se suma que ha sido criterio de este órgano jurisdiccional que los 

métodos de selección de candidaturas son susceptibles de ajustarse39. 

A partir de lo expuesto resultan infundados los motivos de disenso.

2. Vulneración al principio de autodeterminación y autoorganización. 
El PAN aduce que con el acuerdo controvertido el CG del INE vulnera esos 

principios en la postulación de sus candidaturas. Expone los motivos de 

disenso que se precisan enseguida:

 Se trastoca su esfera jurídica como partido político al imponer medidas 
progresistas para “los grupos vulnerables” de forma desproporcionada 
que invaden espacios de decisión política de los partidos. 

 Tal imposición resulta excesiva a la luz de la Ley General de Partidos 
Políticos, que, como entidades de interés público, faculta a los partidos 
a determinar los criterios para garantizar el acceso de todos y todas las 
personas al ejercicio del poder público, sin que en el acuerdo se advierta 
una consideración que justifique la imposición.

 En los artículos 3.3 y 34.2 de la ley referida se establece que son 
asuntos internos de los partidos políticos, entre otros, los 
procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidaturas y 
candidaturas a cargos de elección popular.

 La integración de las listas de candidaturas para diputaciones federales 
por el principio de RP es un ejercicio de derechos de los partidos 
políticos, así como los procedimientos y requisitos para la selección de 
sus precandidaturas y candidaturas, por lo que es evidente el exceso 
de la responsable en la determinación de criterios normativos que no se 
encuentren amparados en la Ley.

 El acuerdo impugnado es excesivo al establecer criterios homogéneos 
para diez partidos políticos nacionales diversos entre sí, vulnerando con 
ello los principios constitucionales rectores de la función pública 
electoral, el principio de auto organización de los partidos políticos y la 
competencia electoral previstos constitucionalmente.

Para este órgano jurisdiccional resultan infundados los argumentos que 

formula el partido político porque, en observancia al principio de 

39 Véase la sentencia dictada en el recurso de apelación SUP-RAP-726/2017. En ese asunto se 
controvirtió el acuerdo INE/CG508/2017, mediante el cual se determinan los criterios aplicables para 
el registro de candidaturas a los distintos cargos de elección popular que presenten los partidos 
políticos y, en su caso las coaliciones, ante los Consejos del Instituto Nacional Electoral, para el 
proceso electoral federal 2017-2018. Se consideró que “…los partidos políticos tenían el tiempo 
suficiente para ajustar los métodos de selección de cara a los objetivos perseguidos con los criterios 
controvertidos, lo que les permitía tomar las medidas necesarias para tales efectos…”.
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autoorganización y autodeterminación, queda en el ámbito de los partidos 

la definición de los procedimientos y requisitos para la selección de sus 

precandidaturas y candidaturas a las diputaciones federales tanto por el 

principio de mayoría relativa40 como de representación proporcional41.

Las autoridades electorales pueden intervenir en los asuntos internos de los 

partidos solamente en los términos que señala la Constitución y la ley42. Ello 

garantiza su derecho a la libre determinación y auto organización, toda vez 

que deben estar en aptitud de conducir sus actos conforme a las normas 

que se han dado como entes de interés público que tienen por objeto 

posibilitar la participación política de la ciudadanía y contribuir a la 

integración de la representación nacional.

Los principios de auto organización y autodeterminación se traducen en el 

derecho de los partidos políticos de gobernarse internamente en los 

términos que se ajuste a su ideología e intereses, siempre que ello sea 

acorde a los principios de orden democrático y cumplan los objetivos que 

constitucionalmente tienen encomendados.

Entre otros, son asuntos internos de los partidos políticos los 

procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidaturas y 

candidaturas a cargos de elección popular43.

Si bien las autoridades electorales solamente pueden intervenir44 en los 

asuntos internos de los partidos políticos en los términos del marco 

normativo aplicable, lo cierto es que constitucional, convencional y 

legalmente, los partidos políticos están obligados a garantizar que personas 

pertenecientes a grupos excluidos, subrepresentados e invisibilizados -y por 

tanto en situación de vulnerabilidad- accedan efectivamente y en 

condiciones de igualdad a sus derechos de participación política.

40 En adelante, MR.
41 En lo sucesivo, RP.
42 Artículo 41, párrafo tercero, base I, tercer párrafo.
43 Artículo 1, párrafo 1, inciso c), en relación con el artículo 34, párrafo 2, inciso d), ambos de la Ley 
General de Partidos Políticos.
44 Artículo 41, penúltimo párrafo de la Base I, de la Constitución General.
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Con base en lo anterior, este órgano jurisdiccional califica de infundados 

los agravios relativos a la supuesta afectación a su derecho de 

autorregularse, porque las medidas implementadas por el CG del INE sí 

armonizan los principios de auto organización y autodeterminación de los 

institutos políticos, puesto que no se impide que los partidos que, de 

acuerdo con su normativa interna, seleccionen de manera libre -a partir de 

sus propios procedimientos y requisitos de selección- a sus candidatas y 

candidatos. 

En efecto, en términos del acuerdo impugnado, atendiendo al derecho de 

auto organización, el PAN y los demás partidos políticos nacionales están 

en plena posibilidad de determinar en cuáles de los trescientos distritos 

electorales uninominales postularán las seis fórmulas de candidaturas de 

personas con discapacidad, así como las tres fórmulas de personas afro 

mexicanas y las dos fórmulas integradas por personas de la diversidad 

sexual y de género.

Asimismo, queda al ejercicio del derecho de auto determinación y de auto 

organización de los partidos políticos la decisión respecto de en cuál de las 

cinco circunscripciones electorales plurinominales y dentro de qué lugar del 

uno al diez de la lista correspondiente, postularán un total de dos fórmulas 

de candidaturas de personas con discapacidad, una fórmula de personas 

afro mexicanas y una de personas de la diversidad sexual de género.

Entonces, si el CG del INE no determinó los distritos o circunscripciones, o 

bien, el lugar particular de entre los diez primeros en el que deben ubicar 

las fórmulas correspondientes a las medidas afirmativas, el motivo de 

disenso es infundado. 

También es infundado el motivo de disenso que expone el recurrente en 

que aduce un exceso de la responsable en la determinación de criterios 

normativos que no se encuentren amparados en la Ley porque, como se 
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expuso en el apartado precedente, las medidas establecidas tienen como 

finalidad instrumentar la forma en que los partidos políticos deben cumplir 

con su obligación constitucional de presentar las candidaturas acorde a los 

fines que constitucionalmente tienen previstos, en condiciones de igualdad 

y libres de discriminación.

Finalmente, son infundados los agravios relacionados con que el CG del 

INE se excedió en la implementación de medidas afirmativas en 

cumplimiento a lo mandatado en la sentencia del SUP-RAP-121/2020 y 

acumulados. 

La Base I del artículo 41 constitucional señala que los partidos políticos son 

entidades de interés público que tienen entre sus fines promover la 

participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración 

de los órganos de representación política, y como organizaciones 

ciudadanas, hacer posible el acceso de la ciudadanía al ejercicio del poder 

público. 

Así, los partidos políticos son el vehículo para visibilizar y garantizar la 

participación de personas subrepresentadas, excluidas e invisibilizadas a 

fin de lograr que sean participes en la toma de decisiones. Es decir, los 

partidos políticos deben hacerse cargo de lograr la representación social de 

todos los sectores de la población. 

Las cifras de las que se da cuenta tanto en el acto impugnado como en esta 

sentencia evidencian claramente que las medidas impugnadas de modo 

alguno son excesivas en términos de compensar la desigualdad histórica 

de los grupos en cuestión. Más bien, apenas constituyen el piso mínimo a 

partir del cual deberán evolucionar progresivamente. El exceso se 

encuentra más bien en la subrepresentación que ha caracterizado a los 

espacios de deliberación y toma de decisiones. 
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3. Implementación de las acciones afirmativas. PAN y PT formulan 

agravios respecto de la implementación de las acciones afirmativas, los 

cuales se agrupan conforme a la temática que se presenta enseguida.

3.1. Cuotas rígidas que no superan el test de proporcionalidad. 
Respecto de este punto, el PAN expone los argumentos siguientes:

 El test de proporcionalidad no fue debidamente analizado por la 
responsable.

 Al relacionar las acciones afirmativas implementadas con las existentes 
en materia de género, existen circunscripciones, como la tercera, en la 
que al menos el 70% y hasta el 90% de los diez primeros lugares de la 
lista de los partidos políticos serán objeto de una medida afirmativa.

 Lo anterior, porque de los 10 primero lugares, 5 fórmulas corresponden 
a la medida de paridad; a ello se adicionan las fórmulas de la acción 
afirmativa indígena y las fórmulas para personas con discapacidad, afro 
mexicanas y de la diversidad sexual.

 La Sala Superior no señaló que la acción afirmativa debía ser 
implementada de forma desequilibrada e inequitativa entre 
circunscripciones electorales. Las cuotas no son idóneas para cumplir 
el fin perseguido por los artículos 2º y 35.II constitucionales respecto del 
acceso de las comunidades indígenas a la representación política.

 Tampoco son idóneas las cuotas de grupos de afro mexicanas, 
personas con discapacidad y de diversidad sexual, puesto que se 
apartan de los criterios que constitucionalmente se han establecido para 
garantizar la participación política.

 El INE pretende aplicar de manera excesiva, en un proceso ya en curso, 
acciones afirmativas de todos y cada uno de los grupos vulnerables 
generando una afectación alta y desproporcionada al proceso electoral, 
a menos de un mes de la fecha fatal para la elección de candidaturas 
por los principios de MR (7 de febrero) y por el principio de RP (14 de 
febrero), pues ya existen convocatorias emitidas y lapsos muy cortos.

 Es desproporcional la implementación de las acciones afirmativas en 
las listas de RP que implican la inclusión de 14 fórmulas etiquetadas 
para los 10 primeros lugares de cada una de las circunscripciones.

 Lo desproporcionado resulta al observar el resultado final de la 
integración y la forma de afectar los espacios que se establecen, 
partiendo de la premisa de colocar una fórmula en los 10 primeros 
lugares de la lista de RP, lo que potencia exponencialmente las 
posibilidades de que acceda al cargo.

 Existe una muy alta probabilidad de que, después de la elección, sólo 
por RP existan 90 diputaciones indígenas, 20 diputaciones de personas 
con discapacidad; 20 diputaciones para el grupo LGBTTT y 10 
diputaciones para personas afro mexicanas, resultando en la existencia 
de 140 de 300 espacios destinados a grupos en situación de 
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vulnerabilidad, lo que en proporción no es acorde con la integración de 
la sociedad y tampoco con la representación plural de los partidos.

Por su parte, el PT señala que le genera agravio que el acuerdo 

controvertido debido a que:

 Le obliga a integrar un excesivo número de candidaturas a diputaciones 
federales bajo el principio de RP para personas de “grupos vulnerables”, 
dado que el acuerdo establece que al menos en los diez primeros 
números de la lista se deben registrar candidaturas de personas 
indígenas, con discapacidad, afro mexicanas y de la diversidad sexual.

 Significa un problema que en la tercera circunscripción se deban 
registrar 4 candidaturas indígenas dentro de los diez primeros lugares 
y si se registra, además, a 1 persona con discapacidad, 1 de la 
comunidad afro mexicana y 1 de la comunidad LGBTTTIQ+, se genera 
que en los diez primeros lugares de la circunscripción, 7 sean para 
“grupos vulnerables”, lo que es inequitativo para los partidos porque se 
deja un margen de 3 candidaturas sobrantes dentro de los diez primeros 
lugares.

El agravio relativo a que las medidas implementadas por el CG del INE 

constituyen cuotas rígidas que no superan el test de proporcionalidad, el 

cual no fue debidamente realizado por la responsable es en parte 

inoperante porque el recurrente sólo hace manifestaciones genéricas y no 

controvierte las consideraciones expuestas por la responsable para 

justificar, en esta parte, el acto controvertido.

Al sustentar la implementación de las medidas afirmativas a favor de 

personas con discapacidad, afro mexicanas y, de la diversidad sexual y de 

género45, el CG del INE expuso las razones por las que consideró que se 

satisface el estándar constitucional del test de proporcionalidad y, por tanto, 

se ajustan al bloque en materia de derechos humanos.

Así, la inoperancia en parte del motivo de disenso que se analiza deriva de 

que el partido recurrente no formula argumentos tendentes a desvirtuar la 

validez de las consideraciones expuestas por el INE al desarrollar el test de 

proporcionalidad respecto de las acciones afirmativas implementadas.

45 Páginas 61-62; 67-68 y 90-91, respectivamente, del acuerdo impugnado. 
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En este orden de ideas, no se controvierten frontalmente las 

consideraciones por las que la autoridad responsable sostuvo que las 

citadas acciones tienen un fin constitucional legítimo; que son idóneas para 

garantizar el derecho de las personas con discapacidad, afro mexicanas y 

de la diversidad sexual y de género a ejercer su derecho a ser votadas en 

candidaturas a diputaciones federales; tampoco enfrenta 

argumentativamente que se trata de una medida necesaria para alcanzar el 

fin perseguido.

Si bien la parte recurrente señala que las cuotas implementadas no son 

idóneas pues desde su perspectiva se apartan de los criterios que 

constitucionalmente se han establecido para garantizar la participación 

política, en realidad sólo hace una manifestación genérica exenta de un 

ejercicio argumentativo eficaz para controvertir las consideraciones de la 

responsable.

Asimismo, son infundados los argumentos tendentes a demostrar que las 

acciones afirmativas implementadas por el CG del INE son 

desproporcionales.

Por una parte, no asiste la razón a los partidos políticos recurrentes, porque 

basan su argumentación en la premisa inexacta de que en el acuerdo 

controvertido el CG del INE ha establecido específicamente la 

circunscripción en la cual deben ser postuladas las fórmulas de personas 

con discapacidad, afro mexicanas, así como de la diversidad sexual y de 

género, cuando señalan la situación que, desde su perspectiva, se presenta 

en la tercera circunscripción plurinominal.

Al respecto se reiterara que, en el acuerdo, el CG del INE estableció que 

dentro del lugar uno al diez de la lista correspondiente a cualquiera de las 

cinco circunscripciones plurinominales, los partidos políticos postularán un 

total de dos fórmulas de candidaturas de personas con discapacidad, una 
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fórmula de personas afro mexicanas y una de personas de la diversidad 

sexual y de género, sin establecer ni la posición específica dentro de los 

diez primeros lugares de la lista, ni la circunscripción en particular en la que 

debe hacerse esa postulación. 

Como se ha expuesto, esa ubicación queda en el ámbito de la decisión 

partidista, en ejercicio de su libertad de auto determinación y auto 

organización. De ahí que no asista la razón al recurrente, porque en tales 

circunstancias las medidas no constituyen una restricción absoluta a su 

derecho a postular las candidaturas.

Por ello, si bien en el caso de la tercera circunscripción, señalan que 

corresponde la postulación de cuatro fórmulas de candidaturas de personas 

indígenas –determinación que ha adquirido la calidad de cosa juzgada con 

el dictado de la sentencia del recurso de apelación 121 de 2020 y sus 

acumulados– queda en el ámbito de la propia determinación del partido 

político decidir si en esa misma circunscripción postula alguna o algunas de 

las fórmulas a las que corresponde a otras de las medidas afirmativas o lo 

hace en cualquiera de las otras cuatro circunscripciones plurinominales.

A partir de lo expuesto, tampoco asiste la razón a la parte recurrente en 

cuanto argumenta que es desproporcional la implementación de las 

acciones afirmativas en las listas de RP que implican la inclusión de 14 

fórmulas etiquetadas para los 10 primeros lugares de cada una de las 

circunscripciones, porque con independencia de que al considerar en su 

conjunto las fórmulas de candidaturas por el principio de RP que por la 

acción afirmativa indígena (9), de personas con discapacidad (2), de 

personas afro mexicanas (1) y de la diversidad sexual y de género (1), 

hecha la excepción de las primeras señaladas, en las que se ha precisado 

cuántas deben ser postuladas en cada una de las cinco circunscripciones, 

respecto de las restantes, los institutos políticos están en plena libertad de 

decidir en cuál de las circunscripciones harán la postulación y en qué lugar 

de entre los diez primeros de cada lista. 
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De ahí que, ello no constituya una restricción absoluta a su derecho a 

postular las candidaturas.

En este orden de ideas, también es infundado el planteamiento formulado 

en el sentido de que se genera una afectación alta y desproporcionada al 

proceso electoral porque el CG del INE pretende aplicar de manera por 

demás excesiva, en un proceso ya en curso, acciones afirmativas de todos 

y cada uno de los grupos vulnerables a menos de un mes de la fecha fatal 

para la elección de candidaturas por el principio de MR (7 de febrero) y de 

RP (14 de febrero), pues ya existen convocatorias emitidas y lapsos muy 

cortos.

Lo infundado deriva de que, de un total de trescientas fórmulas de 

candidaturas a diputaciones de MR, sólo quince corresponden a las 

acciones afirmativas implementadas en el acuerdo impugnado, por lo que 

los partidos políticos deben postular en ocho a personas con discapacidad, 

en cuatro a personas afro mexicanas y, en tres a personas de la diversidad 

sexual y de género.

En cuanto a las fórmulas de candidaturas por el principio de RP, según lo 

establecido en el acuerdo controvertido, de las doscientas fórmulas, sólo 

cuatro corresponden a las acciones afirmativas que son materia de análisis: 

dos para personas con discapacidad, una para personas afro mexicanas y 

una para personas de la diversidad sexual y de género.

Asimismo, como se ha precisado, los procedimientos de selección de 

candidaturas pueden ser modificados por una causa justificada, como en el 

caso, para dar cumplimiento a un acuerdo emitido por el CG del INE en 

acatamiento de lo ordenado por este órgano jurisdiccional.

Por otra parte, resulta inoperante el planteamiento que formula la parte 

recurrente, relativo a que existe una muy alta probabilidad de que, después 

de la elección, sólo por RP existan 90 diputaciones indígenas, 20 
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diputaciones de personas con discapacidad; 20 diputaciones para el grupo 

LGBTTT y 10 diputaciones para personas afro mexicanas, resultando la 

existencia de 140 de 300 espacios destinados a grupos en situación de 

vulnerabilidad, lo que en proporción no es acorde con la integración plural 

de la sociedad y tampoco con la representación plural de los partidos.

La inoperancia deriva de que se trata de una manifestación a partir de una 

situación hipotética, que encuentra sustento en un hecho de realización 

futura e incierta y cuya actualización depende de diversos factores. 

Entre otros, de la votación que reciba cada uno de los partidos políticos, que 

les permita o no participar en la asignación de diputaciones de RP y de la 

cual derive, en su caso, la asignación correspondiente y, con relación a ésta, 

la ubicación que hayan determinado de las fórmulas postuladas en las 

acciones afirmativas respectivas.

Sólo a manera de ejemplo se reproduce a continuación el resultado de la 

asignación de diputaciones por el principio de MR en los procesos 

electorales 2017-2018, 2014-2015 y 2011-2012, de lo cual se advierte que, 

dadas las particulares circunstancias de cada caso, no todos los partidos 

políticos alcanzaron siquiera derecho a la asignación de al menos diez 

diputaciones en alguna de las circunscripciones.

Asignación de RP 2017-201846

46 Acuerdo INE/CG1181/2018.
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Asignación 2014-201547

Asignación 2011-201248

Conforme a lo expuesto, dado que la argumentación se plantea a partir de 

una situación hipotética que por tanto se encuentra sustentada en un hecho 

47 Acuerdo INE/CG804/2015.
48 Acuerdo CG582/2012.
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de realización futura e incierta, es que resultan inoperantes los motivos de 

disenso que se analizan.

En todo caso, al tratarse de medidas afirmativas diseñadas para impulsar la 

postulación de personas que pertenecen a grupos que han sido excluidos, 

subrepresentados e invisibilizados, no podría argumentarse que hay un 

“exceso” de espacios destinados a estos grupos, dado que ciertamente 

estas cuotas se generan ante la evidencia de que es necesario que las 

autoridades electorales implementen acciones que garanticen su 

representación.

3.2. Inobservancia del principio de gradualidad49. El PT señala que la 

acción afirmativa indígena debe implementarse a partir de un criterio de 

gradualidad, establecido expresamente en la legislación y, en este sentido, 

el principio se observó y cumplió con la inclusión proporcional de 9 

postulaciones de las 200 curules de RP, por lo que no se justifica que en el 

caso de la tercera circunscripción deban ser postuladas 4 fórmulas de 

candidaturas, ni que se establezca que deben quedar registrados dentro de 

los diez primeros lugares de la lista. 

Asimismo, el PAN señala que la responsable no atendió a la gradualidad 

que, respecto de los pueblos y comunidades indígenas, requiere la medida 

implementada.

Por otra parte, el PAN argumenta que la Sala Superior no señaló que la 

acción afirmativa debía ser implementada de forma desequilibrada e 

inequitativa entre circunscripciones electorales, ya que esas cuotas no son 

idóneas para cumplir el fin perseguido constitucionalmente para el acceso 

de las comunidades indígenas a la representación política.

Tales argumentos son inoperantes porque los partidos políticos 

recurrentes pretenden controvertir determinaciones que gozan de la 

naturaleza de cosa juzgada, a partir de la emisión de la sentencia en el 

49 Previsto en el artículo 26 de la LGIPE.
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recurso de apelación 121 de 2020 y sus acumulados, en la que se 

resolvieron impugnaciones al acuerdo50 del CG del INE mediante el cual se 

estableció la acción afirmativa indígena para la elección de diputaciones 

federales a aplicarse en el proceso electoral federal 2020-2021.

La previsión relativa al deber de los partidos políticos de postular veintiún 

fórmulas de candidaturas a diputaciones federales por el principio de MR y 

de nueve fórmulas en candidaturas por el principio de RP fueron 

controvertidas y confirmadas por este órgano jurisdiccional, al dictar 

sentencia en los citados recursos de apelación, siendo sólo materia de 

cumplimiento en el acuerdo del CG del INE ahora controvertido la cuestión 

relativa a la especificación de los veintiún distritos en los que se postularían 

las respectivas candidaturas por el principio de MR.

En estas circunstancias, en cuanto a lo que ahora interesa, la determinación 

correspondiente a la postulación de las nueve fórmulas de candidaturas por 

acción afirmativa indígena, así como su distribución en las cinco 

circunscripciones plurinominales y su ubicación entre los primeros diez 

lugares de la lista respectiva, tiene la naturaleza de cosa juzgada, de ahí la 

inoperancia de los planteamientos de los recurrentes. 

3.3. Falta de coherencia interna. Argumenta el PAN que, al emitir el 

acuerdo controvertido, el INE afirma que existe una subrepresentación 

histórica en la Cámara de los Diputados de diversos grupos en situación de 

vulnerabilidad, sin sustentarlo en una base sólida y verificable, respecto de 

lo cual el demandante señala que debió realizar un análisis previo.

El recurrente expone que al comparar los datos de población abierta 

conforme al Conteo INEGI 2015 e identificar la población perteneciente a 

los grupos en situación de vulnerabilidad en el país, se advierte una “clara 

y vaga presunción” del porcentaje de representación de estos grupos, lo que 

no colma el mínimo necesario de certeza.

50 Acuerdo INE/CG572/2020.
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Para esta Sala Superior, los motivos de disenso planteados por el PAN son 

inoperantes porque el recurrente sólo expone manifestaciones genéricas e 

imprecisas con las cuales no controvierte frontalmente las consideraciones 

en las que la autoridad responsable sustenta su determinación.

A lo anterior se suma que el INE sustentó la emisión del acuerdo 

controvertido en información: i) del Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía (INEGI) en la Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica 

(ENADID) 2018, la Encuesta Nacional sobre Discriminación (ENADIS) 2017 

y la Encuesta Inter Censal 2015; ii) del estudio denominado “Personas con 

Discapacidad postuladas por los partidos políticos a cargos de elección 

popular en las elecciones federales y concurrentes del PEF 2017-2018” y, 

iii) del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED).

En efecto, en el acuerdo impugnado el INE se hace cargo, por ejemplo, de 

que:

Personas con discapacidad 
 De los 115.7 millones de personas de 5 años y más que habitan en 

México, 7.8 millones (6.3%) son consideradas como población con 
discapacidad.

 Durante el período de 2013 a 2018, 453,970 personas con discapacidad 
acudieron a realizar el trámite para obtener su credencial para votar.

 En el proceso electoral de 2017-2018, se designaron a 1,963 personas 
con discapacidad como funcionarias de mesa directiva de casilla, de las 
cuales 1,564 aceptaron participar (912 hombres y 652 mujeres).

 58,415 mujeres y 46,641 hombres con discapacidad acudieron a votar en 
el proceso electoral de 2017-2018.

 De los nueve partidos nacionales que participaron en el proceso electoral 
2017-2018, registraron 61 candidaturas de personas con discapacidad a 
57 cargos de elección popular; 19 personas (31.15%) contendieron a 
cargos federales y 42 (68.85%) a cargos locales.

 Estas 19 candidaturas representan el 0.27% de las 6,899 candidaturas 
federales postuladas para participar en la jornada de 2018.

 De las 19 candidaturas sólo 8 resultaron ganadoras.
 En el proceso electoral 2017-2018 se eligieron 629 cargos federales de 

elección popular. Las 8 candidaturas ganadas por personas con 
discapacidad lograron acceder sólo al 1.27% de los cargos federales.

 Estos resultados no corresponden con el porcentaje de más del 6% que 
las personas con discapacidad representan de la población en México.
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Personas afro mexicanas

 Antes de 2015, era imposible contar con cifras oficiales acerca de 
aquellas personas que se reconocían como afro mexicanas.

 El 1.16% del total de la población en 2015 se auto identificaban como 
afro mexicanas (mujeres 52% y 48% hombres).

 Más del 0.5% del total de las personas mexicanas declararon que se 
consideraban afrodescendientes en parte.

 La población afro mexicana ha permanecido invisibilizada, además de 
padecer altos índices de marginación económica, política y social.

Personas de la diversidad sexual y de género

 Los informes sobre discriminación a este sector son preocupantes.
 Casi dos millones setecientas mil personas declaran en el país no ser 

heterosexuales, lo que representa el 3.2% de la población nacional. Este 
porcentaje puede ser mayor pues es probable que, por prejuicios, 
muchas personas no hayan compartido su orientación sexual.

 En 2010 había 229,473 hogares liderados por parejas del mismo sexo y 
que tres cuartas partes de dichas familias tenían hijos e hijas.

Al no enfrentar argumentativamente las consideraciones precedentes es 

que, como se expuso, resultan inoperantes los motivos de disenso.

3.4. Omisión de establecer criterios de competitividad. El PAN aduce 

que la autoridad fue omisa en establecer criterios de competitividad que 

permitan visualizar la integración final del Congreso, puesto que al inclinar 

la balanza sólo en los denominados distritos indígenas no garantiza que se 

tenga una representatividad real en todo el Congreso, además de que no 

se realiza un ejercicio argumentativo para armonizar en su totalidad todas 

las acciones implementadas.

Asimismo, que la responsable al emitir el acuerdo impugnado pasa por alto 

la tesis de rubro ACCIONES AFIRMATIVAS. NATURALEZA, 

CARACTERÍSTICAS Y OBJETIVO DE SU IMPLEMENTACIÓN, toda vez 

que no establece un criterio de competitividad, donde realmente ese grupo 

minoritario acceda al poder público sino que solamente duplica distritos, 

siendo que eso en la práctica ya está rebasado como acción afirmativa, y lo 

que realmente debería aplicar es un criterio de competitividad de distrito, a 



SUP-RAP-21/2021 Y ACUMULADOS

31

efecto de verificar que el congreso estaría integrado con representación de 

todos y cada uno de los grupos minoritarios (indígenas, comunidad 

LGBTTT, mujeres, personas con discapacidad y afro mexicanos).

El planteamiento es inoperante porque se trata de manifestaciones 

genéricas e imprecisas que no son idóneas para controvertir eficazmente 

las consideraciones que sustentan el acuerdo controvertido.

4. Distorsión de la finalidad y esencia del principio de RP y de las 
diputaciones plurinominales. PAN y PT argumentan que con la emisión 

del acuerdo controvertido y, particularmente con la etiquetación de grupos 

poblacionales “minoritarios”, se distorsiona la finalidad y esencia del 

principio de RP y las diputaciones plurinominales. Expuestos en forma 

conjunta sus argumentos son los siguientes:

 Este principio surge para garantizar que las fuerzas políticas 
minoritarias tuvieran acceso a los espacios de representación 
parlamentaria, principalmente para los partidos políticos pequeños para 
quienes a veces esta es la única vía para acceder a la representación 
parlamentaria.

 Las diputaciones plurinominales existen para representar minorías 
políticas al interior de los parlamentos, a través de la postulación de 
perfiles que representen la ideología de los partidos que obtienen la 
votación de población afín a la plataforma electoral e ideología política 
posicionada.

 Se vulnera el sentido de la RP, diseñada para garantizar la pluralidad 
política e ideológica, no para garantizar la incorporación de un grupo o 
sector de población como erróneamente razona la responsable.

 La finalidad se pierde o se debilita con la necesidad de impulsar grupos 
“vulnerables” en las listas descuidando aspectos fundamentales para la 
vida democrática como lo es la máxima de diversidad política y 
representación de ideología proporcional en un Congreso.

Los motivos de disenso son infundados porque, contrariamente a lo 

expuesto por los partidos políticos recurrentes, el acuerdo controvertido no 

vulnera en forma alguna la finalidad del principio de RP ni de las 

diputaciones plurinominales, aunado a que corresponde a los propios 

partidos  definir quiénes serán las personas a las que postulará, a fin de dar 

cumplimiento a las acciones afirmativas acorde a su ideología política, así 

como a su estrategia electoral, sin que en el acuerdo se imponga la 
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postulación de alguna persona en particular o con una ideología contraria a 

lo amparado en la constitución y las convenciones internacionales.

A diferencia del principio de MR, conforme al cual corresponde cada una de 

las curules a la candidatura que haya obtenido la mayor cantidad de votos 

en cada uno de los distritos electorales en que se divide el país o una 

entidad federativa; la representación proporcional es el principio de 

asignación de curules por medio del cual se atribuye a cada partido un 

número de escaños proporcional al número de votos emitidos en su favor.51

La finalidad o el propósito esencial de la representación proporcional es 

favorecer la pluralidad del órgano deliberativo,52 es decir, la pluralidad 

ideológica a través de la incorporación de más partidos políticos53 al órgano 

de decisión.

En este orden de ideas, mediante el principio de RP se garantiza la 

pluralidad en la integración del órgano legislativo a través de un tratamiento 

equitativo, así como una representación de los partidos políticos 

minoritarios con un porcentaje mínimo de votación, a fin de garantizar la 

representación de los partidos políticos que constituyen una fuerza en el 

Estado, y que los votos obtenidos por éstos se vean realmente reflejados 

en la integración del Congreso.54

51 Tesis de jurisprudencia P./J. 67/2011 (9a.) del Pleno de la SCJN, de rubro: REPRESENTACIÓN 
PROPORCIONAL EN MATERIA ELECTORAL. LA REGLAMENTACIÓN DE ESE PRINCIPIO ES 
FACULTAD DEL LEGISLADOR ESTATAL.
52 Tesis de jurisprudencia P./J. 13/2019 (10a.) del Pleno de la SCJN, de rubro: REPRESENTACIÓN 
PROPORCIONAL. LAS ACCIONES TENDIENTES A LA PARIDAD DE GÉNERO EN LA 
ASIGNACIÓN DE CURULES POR ESE PRINCIPIO, NO VULNERAN EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A SER VOTADO EN PERJUICIO DE LOS CANDIDATOS PERDEDORES DE 
MAYORÍA RELATIVA.
53 Sentencia dictada por el Pleno de la SCJN, el 4 de junio de 2019, al resolver a contradicción de 
tesis 275/2015.
54 Tesis de jurisprudencia P./J. 15/2010 del Pleno de la SCJN, de rubro: OMISIÓN LEGISLATIVA. LA 
FALTA DE REGULACIÓN DEL LÍMITE DE SOBRERREPRESENTACIÓN DEL PARTIDO 
DOMINANTE EN EL CONGRESO DEL ESTADO DE TAMAULIPAS ES UNA OMISIÓN 
CLASIFICABLE COMO RELATIVA EN COMPETENCIA DE EJERCICIO OBLIGATORIO.
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Aunado a que las bases generales relativas al principio de representación 

proporcional tienen, entre otros fines, evitar la sobrerrepresentación de 

partidos dominantes en la conformación de los órganos legislativos.55

De esta forma, para la integración de los órganos legislativos, el principio 

de RP se instituyó para dar participación a los partidos políticos con cierta 

representatividad en la integración de dichos órganos, para que cada uno 

de ellos tenga una representación proporcional al porcentaje de su votación 

total y evitar la sobrerrepresentación de los partidos dominantes, lo que 

implica que los institutos políticos tengan cierto grado de representatividad56 

en el órgano deliberativo y de decisión.

Conforme a lo expuesto, no asiste razón a los recurrentes porque el acuerdo 

controvertido no vulnera en forma alguna la finalidad del principio de RP ni 

de las diputaciones plurinominales.

En efecto, con la emisión del acuerdo impugnado no se afecta el propósito 

esencial de la RP, consistente en favorecer la pluralidad ideológica del 

órgano deliberativo a través de la incorporación de más partidos políticos, 

ni el relativo a garantizar la representación de los partidos políticos con 

determinada fuerza electoral y que sus votos se vean realmente reflejados 

en la integración del órgano legislativo.

Ello, en tanto que con el acuerdo del CG del INE no se limita la posibilidad 

de que a un partido político le sean asignadas diputaciones por el principio 

de RP, a partir de la votación que obtenga en la elección y que de esa forma 

55 Tesis de jurisprudencia P./J. 29/2013 (9a.) del Pleno de la SCJN, de rubro: REPRESENTACIÓN 
PROPORCIONAL Y MAYORÍA RELATIVA. EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY ELECTORAL DEL 
ESTADO DE CHIHUAHUA, AL DISPONER QUE NINGÚN PARTIDO POLÍTICO PODRÁ CONTAR 
CON MÁS DE VEINTE DIPUTADOS POR AMBOS PRINCIPIOS, NO OBSTANTE QUE DE 
CONFORMIDAD CON EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 40 DE LA CONSTITUCIÓN 
ESTATAL Y PRIMER PÁRRAFO DEL DIVERSO 14 DE LA LEY ELECTORAL LOCAL, DICHA 
ENTIDAD CUENTA CON VEINTIDÓS DISTRITOS ELECTORALES, VULNERA LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL, AL ACTUALIZAR UNA SUBRREPRESENTACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE DICIEMBRE DE 2009).
56 Tesis de jurisprudencia P./J. 19/2013 (9a.) del Pleno de la SCJN, de rubro: REPRESENTACIÓN 
PROPORCIONAL. AL INTRODUCIR ESTE PRINCIPIO EN EL ÁMBITO MUNICIPAL, SE DEBE 
ATENDER A LOS MISMOS LINEAMIENTOS QUE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL SEÑALA PARA 
LA INTEGRACIÓN DE LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS.



SUP-RAP-21/2021 Y ACUMULADOS

34

pueda tener acceso a conformar y coadyuvar a la pluralidad ideológica del 

órgano legislativo.

Aunado a lo anterior, el establecimiento del deber de los institutos políticos 

de postular determinado número de fórmulas en acción afirmativa no implica 

que deje de corresponder a su propia determinación la definición de quiénes 

serán las personas a las que postulará, a fin de dar cumplimiento a las 

medidas que se han establecido, acorde a su ideología política y estrategia 

electoral, toda vez que el acuerdo controvertido no impone la postulación 

de alguna persona en particular.

De ahí que sea el propio partido político el que está en aptitud de determinar, 

en lo particular, a las personas que postulará en las candidaturas por el 

principio de RP, que en el caso de ser asignadas en una diputación por tal 

principio, a la postre constituyan el grupo parlamentario que refleje la 

posición del propio partido.

Asimismo, el Pleno de la SCJN ha sostenido que, al ser fines 

constitucionalmente previstos para los partidos políticos promover la 

participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración 

de los órganos de representación política y, como organizaciones 

ciudadanas, hacer posible el acceso de la ciudadanía al ejercicio del poder 

público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan, la 

representación proporcional como principio electivo permite a los partidos 

políticos posibilitar tal acceso también en relación con grupos en situación 

de desventaja estructural que de otra manera difícilmente podrían pasar a 

formar parte de los órganos deliberativos. 

Así señala la SCJN, al separar las curules de los resultados de un individuo 

en particular, el principio permite acercarlas a grupos sociales 

tradicionalmente sub-representados en los parlamentos. Desde esta 
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perspectiva, la representación proporcional es una herramienta jurídica 

esencial contra la discriminación y la exclusión en la participación política.57

En términos de lo planteado por la SCJN, el principio de RP ha evolucionado 

para convertirse no sólo en una vía de acceso a partidos minoritarios, sino 

a personas que forman parte de grupos excluidos, subrepresentados e 

invisibilizados que, a partir de los mandados de una democracia 

representativa e incluyente, tienen que ser urgentemente integrados en los 

espacios de deliberación y toma de decisiones como es el congreso federal 

donde se definen decisiones fundamentales para el Estado Mexicano. 

Lo anterior, sumado al hecho que los partidos deben ser la vía para 

garantizar la representación y el acceso de aquellos grupos excluidos y 

subrepresentados, deriva en lo infundado de los agravios vinculados a que 

se pierde y debilita la finalidad del principio de RP al impulsar grupos 

“vulnerables”. Contrario a lo que afirma el partido, ello no deriva en el 

descuido de aspectos fundamentales para la vida democrática como lo es 

la máxima de diversidad política y representación de ideología proporcional 

en un Congreso, sino más bien abona a ello.

Conforme a lo expuesto, es que para este órgano jurisdiccional resultan 

infundados los agravios que formulan los partidos recurrentes.

5. Indebida determinación de tres distritos de la acción afirmativa 
indígena. En la sentencia del recurso de apelación 121 de 2020 y sus 

acumulados esta Sala Superior –con la finalidad de evitar que en la 

contienda electoral compitan candidatos y candidatas indígenas con no 

indígenas, lo que se traduciría en condiciones posiblemente inequitativas–, 

ordenó al CG del INE modificar el acuerdo entonces controvertido58, a fin de 

especificar claramente en cuáles de los veintiún distritos electorales 

federales los partidos y coaliciones deberán postular fórmulas integradas 

57 Sentencia dictada por el Pleno de la SCJN, el 4 de junio de 2019, al resolver a contradicción de 
tesis 275/2015.
58 Acuerdo INE/CG572/2020.
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por personas indígenas, lo que sería realizado a partir de la información con 

la que cuenta el Instituto.

Para cumplir lo ordenado, el CG del INE retomó información del acuerdo 

INE/CG59/2017 emitido el quince de marzo de dos mil diecisiete, por el que 

se aprobó la demarcación territorial de los 300 distritos electorales federales 

uninominales, en el que se advierte la conformación de los veintiocho 

distritos con 40% o más de población indígena.

En acatamiento a la sentencia, al emitir el acuerdo controvertido, el CG del 

INE determinó que para la delimitación de los veintiún distritos en los que 

deberán postularse personas indígenas, era necesario recurrir al criterio 

poblacional, tomando como referencia aquellos distritos con mayor 

población que acredite la adscripción indígena. Señaló que tal criterio tiene 

sustento en lo establecido en la sentencia que era materia de cumplimiento.

El PVEM aduce que fue incorrecta la determinación del CG del INE respecto 

de tres distritos electorales (Yucatán 02, Puebla 04 y Oaxaca 09) de los 

veintiún en que se debe implementar la acción afirmativa indígena, por lo 

siguiente:

 La Sala Superior no ordenó que la determinación de los 21 distritos 
electorales en los que se aplicara la acción afirmativa fuera, de manera 
descendente, en los de mayor a menor porcentaje de población indígena.

 Sin embargo, el INE recurrió al criterio poblacional tomando como 
referencia los distritos con mayor población indígena. 

 El INE no consideró que se deben garantizar los derechos de las 
personas, pueblos y comunidades indígenas, aun cuando la población 
indígena sea minoritaria.

 La Sala Superior también ha determinado que puede considerarse el 
criterio lingüístico, por lo que el INE debió demostrar que la forma que 
utilizó fue la única para delimitar distritos.

 El INE incumple con los artículos 1º y 2º constitucionales en lo relativo a 
las categorías sospechosas, porque se discrimina a la minoría de la 
minoría indígena.

 La Sala Superior no ordenó que los veintiún distritos uninominales 
“tuvieran que ser de manera descendente en atención al criterio de 
población indígena”. 
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 En la lista de 21 distritos seleccionados por el INE, aquellos que ocupan 
las posiciones del 1 al 18, son poblaciones donde existe un porcentaje 
de población indígena mayor al 50%, por ello, en esos distritos no existe 
menoscabo a derechos. En cambio, a partir de la posición número 19 a 
21 que corresponde a la población que es menor al 50%, se está en 
presencia de una exclusión de la población indígena mayoritaria, lo que 
no se ajusta al principio de no discriminación.

 No debieron ser considerados en la posición del 19 al 21 los distritos 
Yucatán 02, Puebla 04 y Oaxaca 09, porque para hacer real el derecho 
de postular a candidatos cuya representación poblacional indígena es 
minoritaria se debieron considerar los distritos Hidalgo 02, Puebla 03 y 
Veracruz 06 en los que existe representatividad de la población indígena 
que, si bien es minoritaria, finalmente existe. 

 Se violenta la diversidad pluricultural de los pueblos indígenas al no 
considerar los distritos minoritarios Hidalgo 02, Puebla 03 y Veracruz 06 
en los que, aunque hay menor población indígena, son poblaciones 
culturalmente más diversas. 

 A diferencia de Yucatán donde existe mayoritariamente población 
indígena representa más a un pueblo (maya); en Hidalgo existen 
poblaciones nahuas, otomíes y tepehuas; en Veracruz chinatecas, 
huastecas, mazatecas, nahuas, olutecas, otomíes, popolucas de la 
sierra, sayultecas, tepehuas, texistepequeñas, totonacas y; en Puebla 
mazatecas, mixtecas, nahuas, popolocas, tepehuas y totonacas.

Para esta Sala Superior, los agravios son infundados, el criterio 

poblacional -de mayor a menor- conforme al cual fue emitida la 

determinación del CG del INE, es acorde a los parámetros formulados por 

este órgano jurisdiccional.

Al emitir sentencia en el recurso de apelación 726 de 2017 y sus 

acumulados, este órgano jurisdiccional consideró, respecto de la 

implementación de la correspondiente acción afirmativa, a partir de los 

veintiocho distritos de mayor concentración poblacional indígena que:

 Corresponde a un parámetro objetivo, consistente en que, son los 
lugares donde mayor concentración de población indígena existe.

 Es evidente que, tomar como parámetro las áreas geográficas donde 
históricamente existe un mayor número de población indígena, permitirá 
que se lleve a cabo la inclusión de ese sector a la vida política del país.

 Aun cuando en los demás distritos existan personas que se ubican en la 
hipótesis en estudio, lo cierto es que, una de las formas de lograr la 
optimización del mandato constitucional es atender a aquellos lugares en 
donde, por la concurrencia sustancial de personas originarias, se facilita 
el cumplimiento de la medida.
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En la sentencia del recurso de apelación 121 de 2020 y sus acumulados 

esta Sala Superior consideró, con relación a la implementación de la acción 

afirmativa indígena, que el CG del INE expuso argumentos razonables y 

objetivos, no obstante que están basados “en un criterio poblacional 

orientado por las mismas cifras estadísticas utilizadas en el PEF 2017-2018, 

pues… no existe ningún instrumento actualizado que permita tomar otro tipo 

de decisiones”.

Asimismo, respecto de la implementación de esta acción afirmativa 

indígena, se consideró que “…las candidaturas de MR eran sobre los 

distritos que tenían mayores concentraciones de población indígena, lo que 

no implica que en el resto de las demarcaciones dejen de existir 

comunidades originarias…”.

En este orden de ideas, para esta Sala Superior ha sido correcta la 

determinación de la autoridad responsable de utilizar el criterio de mayor 

concentración poblacional indígena al especificar los veintiún distritos en los 

que los partidos políticos postulen las candidaturas de personas indígenas 

y, particularmente, al considerar para ese efecto –contrariamente a lo que 

argumenta el recurrente– los distritos electorales federales 02 del Estado 

de Yucatán, 04 de Puebla y 09 de Oaxaca, que ocupan los lugares 19, 20 y 

21, de entre los de mayor concentración poblacional.

ENTIDAD DISTRITO %
19 YUCATÁN 2 47.3
20 PUEBLA 4 46.8
21 OAXACA 9 44.85

A diferencia de los distritos que señala el PVEM que debieron ser 

considerados –02 de Hidalgo, 03 de Puebla y 06 de Veracruz– a los que 

corresponden los lugares 28, 25 y 24, en términos del aludido criterio de 

concentración poblacional indígena.

ENTIDAD DISTRITO %
24 VERACRUZ 6 42.97
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25 PUEBLA 3 42.93
28 HIDALGO 2 40.47

Esta situación no implica que se desconozca la existencia de las 

comunidades indígenas en esos distritos de menor composición poblacional 

indígena entre los veintiocho mencionados en la tabla, o en los demás 

distritos con menor composición poblacional, porque como ha considerado 

este órgano jurisdiccional en la sentencia aludida59, precisamente “de lo que 

se trata la medida afirmativa no es solo de dotarles representantes 

populares a esos distritos con población preponderantemente indígena, 

sino de brindar representación legislativa a todos los grupos sociales 

identificados como pueblos originarios”.

En ese orden de ideas, se consideró que tal finalidad “se logra en mayor 

medida mediante la postulación de candidaturas por la vía plurinominal, 

siendo razonable que se busque asignar un mayor número de espacios 

legislativos en aquellas circunscripciones en los que hay mayor 

concentración poblacional y, en esa misma lógica, menos espacios en 

donde la población indígena representa, en promedio, menor presencia”. 

Ello acontece en el caso, al haber quedado establecido el deber de los 

partidos de postular, dentro de los primeros diez lugares de la lista de 

candidaturas de cada circunscripción, en cuatro fórmulas en el caso de la 

tercera, que abarca al Estado de Veracruz; dos en la cuarta, en la que está 

comprendido el Estado de Puebla y una en la quinta, que corresponde al 

Estado de Hidalgo.

Aunado a lo anterior, el recurrente no expone la forma en que la aplicación 

del criterio lingüístico permitiría que los distritos que precisa, pudieran ser 

considerados entre los veintiún distritos a los que corresponde la aplicación 

de la medida afirmativa. 

59 SUP-RAP-121/2020 y sus acumulados.
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A ello se suma que, de acuerdo con la jurisprudencia de este órgano 

jurisdiccional60, el hecho de que una persona o grupo de personas se 

autoadscriban con el carácter de indígenas, es suficiente para considerar 

que existe un vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de otra índole 

con su comunidad. Por ello, la autoadscripción constituye el criterio que 

permite reconocer la identidad indígena de los integrantes de las 

comunidades.

6. Falta de exhaustividad en estudio para establecer el número de 
candidaturas para personas con discapacidad. PT expone lo siguiente:

 La responsable no realizó un ejercicio exhaustivo al ordenar que el 
número de candidaturas de personas con discapacidad fuera de 8 
fórmulas -6 MR y 2 RP- sin tomar en cuenta el número de personas con 
discapacidad por circunscripción plurinominal o Estado de la República, 
señalando simplemente que existe 6.1% de población con alguna 
discapacidad, sin quitar de ese estimado a personas menores de edad.

 Es excesivo el número de personas con discapacidad que tienen que 
registrar en la contienda electoral, como resultado de que la responsable 
no realizara un ejercicio exhaustivo y conforme a Derecho.

Para este órgano jurisdiccional, los agravios son inoperantes porque el 

recurrente simplemente formula manifestaciones genéricas con las cuales 

es omiso en controvertir eficazmente las razones expuestas por el CG del 

INE para sustentar la determinación particular.

Como se señaló en el apartado 3.3, al emitir el acuerdo controvertido, el INE 

justificó la determinación sobre el número de fórmulas de candidaturas a 

diputaciones federales que los partidos políticos deben registrar en acción 

afirmativa para personas con discapacidad.

A fin de dar cumplimiento a lo ordenado por este órgano jurisdiccional, se 

sustentó en la información de las fuentes previamente señaladas que dan 

cuenta de que el 6.3% de la población es considerada con discapacidad; 

60 Jurisprudencia 12/2013 de rubro: COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE 
AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA RECONOCER A SUS INTEGRANTES.
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del bajo número de candidaturas de esta población postuladas por los 

partidos en el proceso electoral 2017-2018 (61 a 57 cargos de elección 

popular; 19 para federales y 42 locales) de las cuales sólo 8 resultaron 

ganadoras, lo que corresponden al 1.27% de los cargos federales.

El CG del INE consideró que estos resultados no corresponden con el 

porcentaje de más del 6% que las personas con discapacidad representan 

de la población en México. Con ello, señaló, es posible dimensionar la 

necesidad de implementar acciones afirmativas y ajustes razonables para 

garantizar que puedan participar en la vida política del país, no sólo votando 

o en la organización de las elecciones, sino accediendo a las candidaturas 

a cargos de elección popular en igualdad de condiciones y sin 

discriminación.

Así, consideró que era pertinente aplicar de forma progresiva la medida 

afirmativa, de tal manera que para el presente proceso electoral se logre la 

integración de un porcentaje suficiente para incrementar la participación de 

las personas con discapacidad en las candidaturas y que, a su vez, resulte 

significativo para poder transformarse en la posibilidad de inclusión de las 

personas con discapacidad a la Cámara de Diputados.

Por ello, determinó que debía ser exigible a los partidos políticos y 

coaliciones postular fórmulas integradas por personas con discapacidad en 

seis de los trescientos distritos que conforman el país, con lo cual se 

alcanzaría la representatividad de este grupo. Respecto de las candidaturas 

a diputaciones por el principio de RP, estimó necesario exigir la postulación 

de por lo menos dos fórmulas integradas por personas con discapacidad en 

cualquiera de las cinco circunscripciones, las cuales deberán ubicarse en 

los primeros diez lugares de cada lista.

Ahora bien, el recurrente se limita a exponer de manera genérica, que el 

INE no realizó un ejercicio exhaustivo al ordenar que el número de 

candidaturas de personas con discapacidad, que señaló que existe 6.1% de 
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población con alguna discapacidad, sin quitar de ese estimado a personas 

menores de edad y que es excesivo el número de candidaturas.

Tales manifestaciones no son idóneas para desvirtuar la validez de las 

razones que sustentan, en esta parte, el acto controvertido, porque el 

recurrente es omiso en exponer cuáles son los acciones que debió realizar 

la autoridad responsable para ser exhaustiva en el estudio realizado. 

Tampoco expone las razones en las cuales sustenta su afirmación de que 

se debió quitar del porcentaje poblacional estimado a personas menores de 

edad o la diversa relativa a que fue excesivo el número de personas con 

discapacidad que deben ser postuladas en esta acción afirmativa.

Lo genérico de las manifestaciones expuestas se traduce en la inoperancia 

de los agravios.

7. Medidas para las personas de la diversidad sexual y de género. En 

el acuerdo impugnado, el CG del INE determinó que de las quinientas 

candidaturas que pueden presentar los partidos políticos nacionales para 

contender por un escaño en la Cámara de Diputados, tres deberán ser para 

personas de la diversidad sexual y de género. Dos fórmulas por el principio 

de MR -que podrán presentarse en cualquiera de los trecientos distritos 

electorales- y una fórmula para el principio de RP -que podrá postularse en 

cualquiera de las cinco circunscripciones, debiendo ubicarla en los primeros 

diez lugares de alguna de las cinco listas. 

El Partido Encuentro Solidario señala en su demanda que respetan la 

orientación sexual de las personas como un derecho fundamental, sin 

embargo, la obligación de postular candidaturas de personas de la 

comunidad LGBTTTIQ+, no coincide con lo establecido en sus documentos 

básicos61. Destaca que es un partido que fomenta y retoma los valores 

familiares.

61 Por ejemplo, refieren su Declaración de Principios: “el PES si tiene posiciones políticas 
establecidas, incluso en temas controversiales, estas por definición no serán mutables solo que en 
su concepto de fin de las ideológicas, tomamos algunas posturas de derecha y otras de izquierda, 
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En ese sentido, combate la medida afirmativa implementada por el CG del 

INE para la diversidad sexual y de género a partir de lo siguiente:

 Se viola el principio de autodeterminación y autoorganización, puesto 
que, tomando en cuenta los principios que rigen al partido, no puede 
obligárseles a postular grupos minoritarios que puedan ir en contra de su 
agenda legislativa, por ejemplo, en lo relativo a temas como adopción por 
parte de parejas del mismo sexo.

 Es falso que exista alguna disposición que obligue a un partido político a 
postular a personas de diversidad sexual, por el contrario, se debe 
permitir su participación sin distinción de sus preferencias sexuales, 
cumpliendo la paridad de género.

 Las personas de la diversidad sexual podrían tener representación por el 
principio de paridad transversal, tal como consideró el INE para el caso 
de personas jóvenes. Ello demuestra lo innecesario de la acción 
afirmativa impugnada.

 A diferencia de las personas adultas mayores, para quienes se debió 
establecer una acción afirmativa; las personas de la diversidad sexual, 
aunque sean minoritarias, no son un “grupo vulnerable”62. Ello demuestra 
que el INE se extralimitó en el cumplimiento de la sentencia del recurso 
de apelación 121/2020.

 La falta de motivación del acuerdo viola las garantías de la democracia 
al pretender que todas las fuerzas políticas del sistema nacional de 
partidos políticos del país sean iguales63. El INE, al establecer la acción 
afirmativa de diversidad sexual, pretende que todos los partidos tengan 
la misma agenda en sus candidaturas y busca imponerles perfiles, lo que 
cancela el pluralismo político y mina el sistema de partidos.

Esta Sala Superior califica los agravios expuestos por el PES como 

infundados a partir de las siguientes consideraciones. 

La igualdad y la no discriminación, como principios y como derechos, 

constituyen la columna vertebral del sistema jurídico nacional e 

internacional al grado de ser considerados norma de ius cogens que no 

las que consideramos representan lo mejor de ambos idearios su pretensión es ir más allá de la 
derecha religiosa y moralina, pero también más allá del secularismo abyecto de la izquierda."
62 Señala que, conforme a lo que para la Real Academia Española significa “vulnerable” y el artículo 
3 constitucional, la vulnerabilidad social se puede ligar a aspectos como la discriminación y exclusión. 
Asimismo, refiere que en la Encuesta Nacional sobre Discriminación (2017) no se incluye a la 
diversidad sexual como grupo vulnerable y de la que se deriva que 1.9% de la población pertenece 
a ese grupo, lo que refleja que es minoritario, pero no vulnerable. 
63 Aduce que, de la revisión a los documentos básicos de los 10 partidos con registro nacional, sólo 
el Partido de la Revolución Democrática, Movimiento Ciudadano, MORENA, Redes Sociales 
Progresistas y Fuerza por México prevén cuestiones vinculadas con la identidad de género, lo que 
demuestra que la mitad de los partidos políticos tendrían que promover ideologías no establecidas 
en sus estatutos, lo que vulnera la pluralidad que debe existir en el Poder Legislativo.
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acepta pacto en contrario y vincula tanto a particulares como a 

autoridades64. Así, la razón de ser de cualquier sistema jurídico es 

transformar todo aquello que normativa, social o estructuralmente 

compromete el acceso y ejercicio de los derechos humanos en condiciones 

de igualdad. 

Allí radica parte del deber del Estado, en este caso, de las autoridades 

electorales, de implementar todas las medidas necesarias para materializar 

la igualdad en el ámbito político electoral que debe estar absolutamente 

exento de actos de discriminación y exclusión65.

En efecto, al ratificar la Convención Interamericana contra toda Forma de 

Discriminación e Intolerancia66, el Estado Mexicano se comprometió a 

adoptar políticas especiales y acciones afirmativas para garantizar el goce 

o ejercicio de los derechos y libertades de personas o grupos que sean 

sujetos de discriminación o intolerancia. Ello, con el fin de promover 

condiciones equitativas de igualdad de oportunidades, inclusión y progreso 

para estas personas o grupos67. 

Asimismo, se comprometió a asegurar que sus sistemas políticos y legales 

reflejen apropiadamente la diversidad dentro de su sociedad a fin de atender 

las necesidades especiales legítimas de cada sector de la población68.

Por ello, se equivoca el partido al señalar que no existen normas que le 

obliguen a postular a personas de la diversidad sexual y de género. Estas 

64 Al respecto, el párrafo 173.5 de la Opinión Consultiva 18/03 (solicitada por México) de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos: “Que el principio fundamental de igualdad y no 
discriminación, revestido de carácter imperativo, acarrea obligaciones erga omnes de protección que 
vinculan a todos los Estados y generan efectos con respecto a terceros, inclusive particulares”. Ver 
también párrafos 88, 100, 101. 
65 En ese sentido, el párrafo 104 de la Opinión Consultiva 18, señala que “los Estados están obligados 
a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus 
sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas.  Esto implica el deber especial de 
protección que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, bajo 
su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias”. En el 
mismo sentido, ver párrafo 65 de la Opinión Consultiva 24 Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (solicitada por Costa Rica). 
66 Ratificada por México en noviembre de 2019. 
67 Artículo 5.
68 Artículo 9.
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mismas razones son aplicables a la definición del resto de las medidas 

afirmativas establecidas en el acuerdo impugnado.

Para hacer realidad la igualdad material es necesario tener puntos de 

referencia que permitan detectar si determinados actos son directamente 

discriminatorios o si bien, si la formulación (e implementación) neutral de 

una decisión pública es discriminatoria por resultado. Para ello han sido 

establecidas las categorías sospechosas.

De acuerdo con la Constitución General y los estándares internacionales69, 

son categorías sospechosas, entre otras70, el sexo; el género; las 

preferencias/orientaciones sexuales, la identidad y la expresión de 

género71.

En términos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos72, estas 

categorías aluden a: i) rasgos permanentes de las personas de los cuales 

éstas no pueden prescindir sin perder su identidad; ii) grupos 

tradicionalmente marginados, excluidos o subordinados, y iii) criterios 

irrelevantes para una distribución equitativa de bienes, derechos o cargas 

sociales.

69 Ver, por ejemplo: el artículo primero constitucional, la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención Interamericana contra el 
Racismo, la Discriminación Racial y formas conexas de Intolerancia, la Convención sobre la 
Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la Convención Interamericana 
sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, y la Convención 
Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia. Ver también Convenio de la OIT 
relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación (N° 111) y Convención de la UNESCO 
relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (1960). Asimismo, ver 
la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación.
70 Sin ser un listado taxativo o limitativo sino enunciativo, a las señaladas en el texto, a partir de los 
tratados referidos en el pie de página inmediato anterior, se suman: edad; característica genética; 
discapacidades; antecedentes de discapacidad; consecuencia de discapacidad anterior o percepción 
de una discapacidad presente o pasada; condición social; condiciones de salud; religión; opiniones; 
estado civil; raza; color; idioma; identidad cultural; linaje u origen nacional, social o étnico; posición 
económica; nacimiento; nivel de educación; condición migratoria, de refugiada, repatriada, apátrida 
o desplazada interna; o cualquier otra condición social o que atente contra la dignidad humana.
71 En el caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú (sentencia de 12 de marzo de 2020, párrafo 90) la Corte 
Interamericana reitera que la orientación sexual, identidad de género o expresión de género de la 
persona son categorías protegidas por la Convención. 
72 Opinión Consultiva 24/17, párrafo 66.
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El hecho de que una persona se encuentre identificada con una o más de 

esas categorías no necesariamente la coloca en situación de vulnerabilidad 

o exclusión. Si bien existe esa presunción, hay una serie de factores que lo 

determinan. 

Por ejemplo, las mujeres y las personas indígenas, por sí mismas no son 

vulnerables, sino que, al pertenecer a un grupo invisibilizado y asociado con 

ciertos estereotipos, estructuralmente se generan condiciones que 

comprometen su acceso a los espacios públicos y, por tanto, las colocan en 

situación de vulnerabilidad frente a la posibilidad de acceder a sus 

derechos. 

Así, la evidencia de la subrepresentación de las mujeres y de las personas 

indígenas del espacio público electoral derivó en la necesidad de que las 

autoridades adoptaran medidas como las cuotas y la paridad. 

Ahora, en el caso de las personas de la diversidad sexual y de género, en 

el acuerdo impugnado73 se da cuenta de que: 

 En el proceso electoral federal y locales 2017-2018, los partidos políticos 
destinaron un número mínimo de candidaturas74 (6 para los 4,267 cargos 
que se contendieron en todo el proceso) a personas de la diversidad 
sexual y de género; o no registraron candidatura alguna.

 Ningún partido incluye medidas específicas para promover el acceso de 
personas de la diversidad sexual y de género a candidaturas para cargos 
de elección popular ni mecanismos para favorecer su inclusión en la 
representación política75. 

 De los diez partidos con registro nacional, sólo cinco prevén en sus 
documentos básicos cuestiones vinculadas con la identidad de género y 

73 Ver páginas 85, 86 y 87.
74 El Partido de la Revolución Democrática registró una persona trans en una candidatura a diputación 
local de Campeche y dos personas muxes en candidaturas diputaciones locales en Oaxaca; el PVEM 
postuló dos personas trans en la Ciudad de México, en candidaturas a una alcaldía y una concejalía; 
el PT registró a una persona trans como candidata a diputada federal. Los restantes partidos políticos 
Acción Nacional, Revolucionario Institucional, Movimiento Ciudadano y Morena no hicieron 
postulaciones de este tipo.
75 En el acuerdo impugnado (página 87) se señala que: “Estos datos son relevantes, porque son 
concordes con la estadística de candidaturas conferidas a personas de la diversidad sexual en los 
procesos electorales celebrados en los años 2017-2018, pues evidencia que la insuficiencia 
normativa partidista para favorecer la inclusión y el acceso a candidaturas de personas de la 
diversidad sexual es factor que impacta en el reducido número de candidaturas ejercidas por este 
grupo de población.”
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expresión de género, la comunidad trans y la no discriminación; mientras 
que sólo uno prevé en su estructura de órganos de dirección una cartera 
dirigida a la diversidad sexual. 

A ello se suman los datos recolectados en la Encuesta Nacional sobre 

Discriminación en México de 200576, 201077 y 201778 realizada por el INEGI 

y el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación79 -en conjunto con 

otras instituciones- que, contrario a lo que aduce el PES en su demanda, sí 

se han hecho cargo de los grupos de la diversidad sexual y de género y, 

asimismo, documenta la discriminación de la que son objeto. 

Incluso, en 2019, CONAPRED, en conjunto con la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos realizó la Encuesta sobre Discriminación por Motivos 

de Orientación Sexual e Identidad de Género80 donde se detectó que en la 

sociedad mexicana existe un ambiente de gran discriminación, hostilidad, 

acoso y violencia en contra de las personas con una orientación sexual y/o 

identidad de género no normativas: 86.4 por ciento de las personas 

participantes considera que en México se respetan poco o nada los 

derechos de las personas de la diversidad sexual y de género. Se percibe 

una hostilidad generalizada, presente en todos los espacios de 

socialización. 

Asimismo, reportó que:

 Tres de cada cuatro personas manifestaron sentir temor a sufrir 
discriminación.

 En los doce meses anteriores a la encuesta, una de cada cuatro personas 
reportó que se le negó injustificadamente algún derecho81. 

76 En ese año se recolectó información que señalaba, por ejemplo, que 48.4% de la población no 
compartiría su casa con un homosexual; más de la mitad de los homosexuales, dice sentirse 
rechazado por la sociedad y 76.5% de la población está de acuerdo con despedir a un maestro por 
ser homosexual.
77 En este ejercicio se detectó, entre otras, que: “una de cada dos personas lesbianas, homosexuales 
o bisexuales considera que el principal problema que enfrenta es la discriminación, seguida de la 
falta de aceptación y las críticas y burlas.”
78 Uno de sus objetivos fue: “Captar actitudes, prejuicios y opiniones, hacia distintos grupos de la 
población discriminados por motivos étnicos, etarios, de orientación sexual, entre otros.”
79 En adelante, CONAPRED.
80 Disponible en: https://www.gob.mx/indesol/articulos/resumen-ejecutivo-de-la-encuesta-sobre-
discriminacion-por-motivos-de-orientacion-sexual-e-identidad-de-genero-2018-207601 (Consultada 
el 28 de enero de 2021)
81 Esta cifra se incrementa a 50.3% en el caso de las mujeres trans y a 40.9% en el caso de los 
hombres trans.

https://www.gob.mx/indesol/articulos/resumen-ejecutivo-de-la-encuesta-sobre-discriminacion-por-motivos-de-orientacion-sexual-e-identidad-de-genero-2018-207601
https://www.gob.mx/indesol/articulos/resumen-ejecutivo-de-la-encuesta-sobre-discriminacion-por-motivos-de-orientacion-sexual-e-identidad-de-genero-2018-207601
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 Los derechos más vulnerados fueron la oportunidad de trabajar y la 
entrada a algún negocio82. 

 Tres cuartas partes de las personas encuestadas evitan mostrar afecto a 
su pareja y expresar libremente su orientación sexual e identidad de 
género en público, la mitad señala que ha dejado de frecuentar lugares 
públicos (parques y negocios) y cuatro de cada diez dejaron de asistir a 
eventos o actividades propias de su trabajo o escuela. 

 Prácticamente todas las personas encuestadas (96.8%) reportaron haber 
escuchado chistes ofensivos sobre personas de la diversidad sexual y de 
género (83.3%, con mucha frecuencia) y 93.3% ha presenciado 
expresiones de odio, agresiones físicas y de acoso en contra de este 
grupo poblacional.

 Hombres y mujeres trans, junto con las personas con otra identidad de 
género han tenido en mayor proporción algún pensamiento suicida (73%, 
58.4% y 71.8%, respectivamente) como resultado del contexto de 
profunda discriminación que enfrentan.

A partir de lo anterior, si bien en lo individual, las personas de la diversidad 

sexual y de género no necesariamente se encuentran en situación de 

vulnerabilidad, lo cierto es que, por un lado, pertenecen a un grupo 

enmarcado dentro de las categorías sospechosas por lo que existe la 

presunción de que se encuentran en situación de vulnerabilidad. Por otro 

lado, la evidencia señala que las personas que pertenecen a este grupo han 

sido violentadas83, excluidas84 e invisibilizadas85, y por tanto no se 

encuentran en las mismas condiciones para competir por una candidatura, 

lo que de suyo constituye una situación de vulnerabilidad. 

Es decir, por ser quienes son; por asumir y vivir su identidad; y por 

enfrentarse a la discriminación y violencia que viene aparejada a su 

identidad; automáticamente se encuentran con menores (o nulas) 

82 53.8%, en el caso de personas con orientación sexual no normativa y 50.4%, en el caso de 
personas con identidades de género no normativas.
83 En el caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú (sentencia de 12 de marzo de 2020, párrafo 90) se señala: 
La Corte Interamericana ha reconocido que las personas LGBTI han sido históricamente víctimas de 
discriminación estructural, estigmatización, diversas formas de violencia y violaciones a sus derechos 
fundamentales. (los pies de página del original fueron omitidos). Ver informes de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos: Violencia contra Personas Lesbianas, Gay, Bisexuales, Trans e 
Intersex en América de 2015 y Reconocimiento de derechos de personas LGBT de 2019. Ambos 
disponibles en: https://www.oas.org/es/cidh/informes/tematicos.asp.
Por lo que se refiere al caso de México, ver CONAPRED, Ficha temática. Discriminación por Identidad 
de género. Disponible en: https://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Ficha%20PTrans.pdf 
84 En el preámbulo de la Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e 
Intolerancia se reconoce que las víctimas de discriminación e intolerancia en las Américas son, entre 
otros, grupos y minorías sexuales.
85 A ello se suman las complicaciones jurídicas que persisten en algunos estados de la República en 
términos de reconocimiento de identidad. 

https://www.oas.org/es/cidh/informes/tematicos.asp
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posibilidades de acceder al espacio público; automáticamente se les 

restringen sus derechos político-electorales (entre muchos otros). Esta 

situación es inaceptable y no puede ser tolerada por el Estado. 

Por ello, las autoridades electorales deben implementar acciones como las 

tomadas por el INE que se legitiman en los principios y normativa referidos, 

en la necesidad de la representación y en la importancia del elemento 

simbólico de que, en espacios de deliberación pública como la Cámara de 

Diputados, tengan cabida los cuerpos, narrativas, aspiraciones y 

experiencias de las personas de la diversidad sexual y de género. En efecto, 

para combatir la discriminación es preciso tener en cuenta la experiencia 

individual y colectiva de la discriminación e intolerancia86.

De ahí la relevancia y necesidad de que se cuente con una cuota específica 

para este grupo y no, como pretende el partido, se incluya a partir de la 

paridad transversal87. Asimismo, debe tenerse en cuenta que dentro de las 

personas de la diversidad sexual y de género hay quienes no se identifican 

con el género femenino/masculino o el sexo hombre/mujer, por lo que no es 

posible colocarlas dentro de las categorías que responden a la paridad. 

En este sentido, el preámbulo de la Convención Interamericana contra toda 

Forma de Discriminación e Intolerancia señala que: 

los principios de la igualdad y de la no discriminación entre los seres 
humanos son conceptos democráticos dinámicos que propician el 
fomento de la igualdad jurídica efectiva y presuponen el deber del Estado 
de adoptar medidas especiales en favor de los derechos de los individuos 
o grupos que son víctimas de discriminación e intolerancia, en cualquier 
esfera de actividad, sea privada o pública, a fin de promover condiciones 
equitativas de igualdad de oportunidades y combatir la discriminación e 
intolerancia en todas sus manifestaciones individuales, estructurales e 
institucionales;

86 Ver preámbulo de la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e 
Intolerancia.
87 El INE consideró que (página 101): “las personas jóvenes estarán representadas, tanto por el 
principio de paridad transversal como en las acciones afirmativas a implementar para personas 
indígenas, personas con discapacidad, afromexicanas y de la diversidad sexual, en las que se 
conmina a los partidos políticos a postular a población joven en observancia al principio de igualdad 
sustantiva …”.
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Parte de la finalidad constitucional88 de los partidos políticos, entes de 

interés público, es promover la participación del pueblo en la vida 

democrática y hacer posible su acceso al ejercicio del poder público, de 

acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan. 

Desde luego, ese acceso al poder público y esos programas, principios e 

ideas que postulan los partidos políticos no pueden basarse en doctrinas 

que velada o directamente impliquen discriminación y/o exclusión alguna, 

puesto que ello iría en contra de una norma de ius cogens; del artículo 1° 

constitucional y de los tratados de los que México es parte. 

Claramente, el marco de acción de los partidos políticos para la regulación 

de su vida interna se encuentra delimitado por el cumplimiento de una 

norma de ius cogens, la igualdad y la no discriminación. Así, el principio de 

autodeterminación de ningún modo puede colocarse sobre el principio de 

igualdad y no discriminación. En este mismo sentido, los partidos políticos 

no pueden promover ideas contrarias al principio de igualdad y no 

discriminación. 

En efecto, la SCJN89 ha señalado que ninguna norma, decisión o práctica 

de derecho interno, tanto por parte de autoridades estatales como de 

particulares, pueden disminuir o restringir los derechos de una persona a 

partir de su orientación sexual. Así pues, bajo ninguna circunstancia se 

puede negar o restringir a nadie un derecho con base en su orientación 

sexual. 

Por ello, no puede alegarse que una persona que pertenece a un grupo que 

se engloba dentro de una categoría sospechosa rompe con los ideales de 

un partido. 

88 Artículo 41.1 constitucional.
89 Jurisprudencia 43/2015 (10a.), de rubro: MATRIMONIO. LA LEY DE CUALQUIER ENTIDAD 
FEDERATIVA QUE, POR UN LADO, CONSIDERE QUE LA FINALIDAD DE AQUÉL ES LA 
PROCREACIÓN Y/O QUE LO DEFINA COMO EL QUE SE CELEBRA ENTRE UN HOMBRE Y UNA 
MUJER, ES INCONSTITUCIONAL.
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Es decir, un ente de interés público que se alimenta de recursos públicos 

no puede afirmar jurídicamente que los rasgos permanentes de las 

personas -de los cuales no pueden prescindir sin perder su identidad- no 

representan los intereses de un partido, ya que eso constituye una forma de 

discriminación, lo que no sólo deben evitar los partidos sino remover en 

tanto entes de interés público.

En consecuencia, la diversidad y pluralidad de las opciones políticas que 

deben representar los partidos y colocar en el Congreso de la Unión no 

puede basarse en discriminaciones y exclusiones a partir de categorías 

sospechosas prohibidas por la Constitución y los tratados internacionales. 

El PES aduce falta de motivación puesto que la autoridad electoral debe 

respetar el pluralismo político y el de los grupos parlamentarios del 

Congreso de la Unión y no obligar a que se presenten propuestas 

legislativas contrarias a los intereses de un partido político. Destacan que el 

partido es una organización que fomenta y retoma los valores familiares y 

que la familia debe convertirse en la principal institución que debe promover 

el Estado mexicano. 

Así, el partido señala que, diseñar e implementar políticas para favorecer la 

protección de personas menores de edad sería difícil al obligarles a postular 

candidaturas de la diversidad sexual. Ejemplifica con el caso de adopción 

por parejas del mismo sexo que, independientemente de que sea una buena 

o mala política pública, ello se debe discutir en tribuna mientras que el CG 

del INE les obliga a condicionar el sentido de la votación de su grupo 

parlamentario.

Asimismo, aduce que es inadecuado que el CG del INE tomara como 

precedente la medida adoptada por el Instituto Estatal Electoral y de 

Participación Ciudadana de Oaxaca90 en el proceso electoral ordinario 

2017-201891 para el registro de candidaturas a concejalías al establecer una 

90 En adelante, IEEPCO.
91 IEEPCO-CG-32/2018.
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acción afirmativa en favor de las personas transgénero, transexuales, 

intersexuales o muxes puesto que el acuerdo tomado por esa autoridad se 

orientaba a respetar la auto adscripción, sin que ello representara una carga 

obligatoria de postular a personas de la diversidad sexual92.

La falta de motivación alegada por el partido es infundada dado que, para 

establecer la medida en cuestión, el CG del INE retomó estándares 

nacionales e internacionales, cifras relacionadas con las personas de la 

diversidad sexual y de género, así como los datos aquí referidos sobre las 

pocas veces que los partidos han considerado a las personas de la 

diversidad sexual y de género. También expuso las razones por las que la 

medida era proporcional, idónea y necesaria93.

Asimismo, la referencia a la medida implementada por el IEEPCO se retomó 

como parte de los antecedentes que obedecen al tema y no se tergiversa el 

sentido de la medida implementada por ese instituto local. Es decir, el INE 

motivó su decisión con la información que hay disponible y tomando en 

cuenta la situación en la que se encuentra el grupo en cuestión.

A partir de ello, estimó prioritario adoptar una acción afirmativa que 

construya escenarios que tornen viable que las personas de la diversidad 

sexual puedan acceder a la representación política en la Cámara de 

Diputados, en la inteligencia que al tratarse del órgano que representa la 

pluriculturalidad de la sociedad mexicana deben procurarse instrumentos 

que promuevan la inclusión de este sector de la población94. 

Asimismo, advirtió que era impostergable avanzar en la implementación de 

medidas que garanticen la inclusión y el avance en la protección de los 

derechos político-electorales de la comunidad de la diversidad sexual a 

efecto de que puedan participar de la construcción de la vida política en el 

país y con ello puedan incidir tanto en la agenda legislativa como en las 

92 Ello, señala el partido, se confirma en lo que se estableció en la sentencia del SUP-JDC-314/2018.
93 Ver páginas 90 y 91 del acuerdo.
94 Página 76 del acuerdo impugnado.
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políticas públicas, por tratarse de un grupo de la población que se inserta 

en categoría sospechosa por los sesgos de discriminación de que son 

objeto, lo cual es un compromiso convencional internacional revertir95.

Ahora bien, esta Sala Superior retoma la base argumentativa de la Corte 

Interamericana96 en el sentido de que, en ocasiones, la oposición a 

cuestiones vinculadas a la diversidad sexual y de género se vincula a 

convicciones religiosas o filosóficas. 

Si bien se reconoce el importante rol que juegan ese tipo de convicciones 

en quienes las profesan, éstas no pueden ser utilizadas como parámetro de 

análisis jurídico o guía interpretativa para determinar los derechos de seres 

humanos. Por ello, esas convicciones no pueden condicionar lo que la 

Constitución o la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

establecen respecto de la discriminación basada en orientación sexual97. 

El Derecho y quienes lo aplican e interpretan, deben ser motores del avance 

hacia sociedades más incluyentes, de lo contrario, en palabras de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos98, se corre el grave riesgo de 

legitimar y consolidar distintas formas de discriminación violatorias de los 

derechos humanos.

Así, las razones filosóficas o religiosas a partir de las cuales una persona 

decide tal o cual cosa, no pueden ser las razones que motiven el actuar de 

los entes públicos que se rigen por los principios y normas nacionales e 

internacionales. Así, la Constitución99 y, por ende, todo el sistema electoral 

mexicano parte del principio de laicidad. 

95 Página 88 del acuerdo impugnado.
96 Párrafo 223 de la Opinión Consultiva 24 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(solicitada por Costa Rica). 
97 La Corte Interamericana concluye: “Es así como en sociedades democráticas debe existir 
coexistencia mutuamente pacífica entre lo secular y lo religioso; por lo que el rol de los Estados y de 
esta Corte, es reconocer la esfera en la cual cada uno de éstos habita, y en ningún caso forzar uno 
en la esfera de otro.”
98 Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Sentencia del 24 de febrero de 2012. Párrafo 120.
99 El artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la decisión 
soberana del pueblo mexicano de constituirse en una República representativa, laica y federal. En el 
ámbito de la materia electoral, el artículo 130 de la Constitución federal establece que las y los 
ministros de culto no podrán asociarse con fines políticos ni realizar proselitismo a favor o en contra 
de candidatura, partido o asociación política alguna.



SUP-RAP-21/2021 Y ACUMULADOS

54

En ese sentido, es conveniente recordar que la Corte Interamericana ha 

destacado que en la Convención Americana sobre Derechos Humanos no 

se encuentra determinado un concepto cerrado de familia, ni mucho menos 

se protege sólo un modelo “tradicional” de la misma.100 

Así, ha señalado que no encuentra motivos para desconocer el vínculo 

familiar que parejas del mismo sexo pueden establecer por medio de 

relaciones afectivas con ánimo de permanencia, que buscan emprender un 

proyecto de vida conjunto, típicamente caracterizado por cooperación y 

apoyo mutuo. Así, concluye que es obligación de los Estados reconocer 

estos vínculos familiares y protegerlos101.

Por su parte, la SCJN102 ha interpretado que la idoneidad de las personas 

para ser consideradas para adoptar debe atender únicamente a la 

posibilidad de brindar cuidado y protección al menor de edad, para incluirlo 

a una familia, y no puede atender, de manera alguna, a la pertenencia a un 

tipo de familia por un tipo de estado civil (soltero, casado, en concubinato, 

en sociedad de convivencia), ni por cierta orientación sexual… En ese 

sentido, es insostenible la interpretación -implícita o explícita- en el sentido 

de que la homosexualidad de los adoptantes implica una afectación al 

interés superior de los menores adoptados.

Finalmente, debe destacarse que las aseveraciones del partido parten de 

una premisa equivocada basada en estereotipos discriminadores al asumir 

que la postulación de personas de la diversidad sexual y de género 

comprometería su interés partidista de implementar políticas para la 

protección de niñas, niños y adolescentes. 

100 Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Sentencia del 24 de febrero de 2012. Párrafo 142.
101 Párrafo 191 de la Opinión Consultiva 24 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(solicitada por Costa Rica). 
102 Jurisprudencia 8/2016 (10a.) de rubro: “ADOPCIÓN. EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR DE 
EDAD SE BASA EN LA IDONEIDAD DE LOS ADOPTANTES, DENTRO DE LA CUAL SON 
IRRELEVANTES EL TIPO DE FAMILIA AL QUE AQUÉL SERÁ INTEGRADO, ASÍ COMO LA 
ORIENTACIÓN SEXUAL O EL ESTADO CIVIL DE ÉSTOS”. En el mismo sentido ver jurisprudencia 
13/2011 titulada “INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO TRATÁNDOSE DE LA ADOPCIÓN POR 
MATRIMONIOS ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO”; 
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En efecto, a esa consideración le subyace la preconcepción de que las 

personas de la diversidad sexual y de género necesariamente promueven 

o generan políticas que no favorecen a la infancia, lo que no puede 

sustentarse en evidencia alguna. 

A partir de todo lo anteriormente expuesto, esta Sala Superior concluye que 

las medidas establecidas en el acuerdo impugnado para las personas de la 

diversidad sexual y de género responden a la necesidad de fortalecer la 

pluralidad dentro del Congreso y, por ende, tienen base constitucional y 

convencional. 

8. Medidas para personas residentes en el extranjero. El acuerdo 

impugnado103 no contempla medidas afirmativas para personas residentes 

en el extranjero. 

En el análisis para llegar a esa conclusión, el CG del INE consideró que la 

legislación no le ha permitido avanzar en lo relativo al voto pasivo de 

personas residentes en el extranjero ya que para ello se requiere ajustar el 

diseño constitucional y legal para armonizar los requisitos de elegibilidad, 

las reglas de precampaña y campaña, el uso de recursos, el financiamiento, 

la fiscalización, etcétera.

Así, destacó la necesidad de impulsar acciones para garantizar el voto 

pasivo a las personas residentes en el extranjero a efecto de que puedan 

contar con una representación legislativa. Sin embargo, consideró que en 

este momento no existen las condiciones para determinar una acción 

afirmativa dado lo avanzado del proceso electoral federal y de que se 

requiere un estudio profundo para incluir adecuadamente la medida. 

Finalmente, señaló que contar con esas medidas constituye un compromiso 

para posteriores procesos electorales.

103 Páginas 91 a 96.
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A partir de esa decisión, la pretensión de los actores de los juicios 

ciudadanos104 es que se modifique el acuerdo impugnado y que se vincule 

al CG del INE a incorporar acciones afirmativas para personas mexicanas 

residentes en el extranjero ordenando a los partidos políticos nacionales y, 

en su caso, a las coaliciones a que registren dos fórmulas de candidaturas 

-una para cada género para atender el principio de paridad- en los primeros 

diez lugares de las listas de candidaturas de RP en cada una de las cinco 

circunscripciones electorales105. De lo contrario, aducen, se estaría 

tomando una decisión discriminatoria. 

En el juicio de la ciudadanía 89, solicitan que, dado que la responsable ha 

sido omisa en pronunciarse, la Sala Superior decida definitivamente y en 

plenitud de jurisdicción sobre la emisión de acciones afirmativas para la 

comunidad migrante mexicana residente en los Estados Unidos de América 

para contar con legisladoras y legisladores federales, concretamente con 

representación cameral en el Congreso de la Unión a partir de las 

elecciones de dos mil veintiuno, a través de las listas de RP.

Se considera que los agravios planteados son sustancialmente fundados. 

Ello, porque esta Sala Superior se encuentra obligada a garantizar los 

derechos políticos y electorales de las y los mexicanos en cualquier 

ubicación que residan y, en específico, su derecho a la participación política, 

buscando permanentemente la maximización de su ejercicio.

Así, el Tribunal Electoral debe buscar la construcción de políticas públicas 

inclusivas tendientes a lograr una mayor y efectiva participación política de 

los grupos excluidos socialmente de la esfera política.

104 Juicios 87 y 114 todos de este año.
105 En ese sentido, solicitan que se considere como requisito para el registro la presentación de la 
credencial para votar con fotografía vigente expedida en el extranjero previo al inicio del proceso 
electoral como medio de prueba de su residencia en el extranjero. 
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El INE reconoce a la comunidad migrante como un grupo que necesita una 

medida afirmativa y lo acepta como una deuda para los procesos electorales 

posteriores. 

México es, de hecho, un país de personas migrantes. Según los datos del 

Instituto de los Mexicanos en el Exterior (IME), para el año de 2017 vivían 

fuera del país 11,848,537 mexicanas y mexicanos, de los cuales el 97.23 % 

radica en los Estados Unidos106. 

Este número aumentó en 2018, según datos de la Secretaría de 

Gobernación (SEGOB). En un año aumentó a 12.3 millones de mexicanas 

y mexicanos residentes en Estados Unidos, que han nacido en México. 

Asimismo, la cantidad de migrantes crece a 26.2 millones, si se considera 

además a las y los mexicanos de segunda y tercera generación, es decir 

personas con uno o ambos padres nacidos en México y personas que se 

autodefinen como personas de ascendencia mexicana, respectivamente107.

Según los datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), 

las principales causas de la emigración son: buscar trabajo o trabajar (67.7 

%), reunirse con la familia (14.1 %), estudios (12.2 %), inseguridad pública 

o violencia (0.8 %)108.

El vínculo de esas personas con su país no se rompe al cruzar la frontera, 

especialmente si se toma en cuenta que en 2018 el 4.7 % de los hogares 

en México (1, 646, 253) recibieron remesas enviadas por esos migrantes y 

que en 2019 esas remesas llegaron a un máximo histórico, al alcanzar 

36,049 mil millones de dólares, lo que representó un crecimiento del 7 % de 

la tasa anual. 

Gran parte de los hogares que recibieron remesas entre el 2016 y 2018 en 

México se ubicaban en comunidades rurales, es decir, localidades de 

106 Información disponible en: Secretaría de Relaciones Exteriores, (2017): “Población Mexicana en 
el mundo” en Instituto de los Mexicanos en el Exterior, visible en la siguiente liga: 
http://ime.gob.mx/estadisticas/mundo/estadistica_poblacion_pruebas.html#:~:text=Una%20de%20la
s%20prioridades%20del,los%20Estados%20Unidos%20de%20Am%C3%A9rica.. 
107 Información disponible en: https://www.gob.mx/conapo/articulos/mexicanos-en-estados-unidos-
datos-graficos-y-mapas-cifras-2017-y-2018?idiom=es. 
108 Información disponible en: https://www.inegi.org.mx/temas/migracion/#Informacion_general

http://ime.gob.mx/estadisticas/mundo/estadistica_poblacion_pruebas.html
http://ime.gob.mx/estadisticas/mundo/estadistica_poblacion_pruebas.html
http://ime.gob.mx/estadisticas/mundo/estadistica_poblacion_pruebas.html#:~:text=Una%2520de%2520las%2520prioridades%2520del,los%2520Estados%2520Unidos%2520de%2520Am%25C3%25A9rica.
http://ime.gob.mx/estadisticas/mundo/estadistica_poblacion_pruebas.html#:~:text=Una%2520de%2520las%2520prioridades%2520del,los%2520Estados%2520Unidos%2520de%2520Am%25C3%25A9rica.
https://www.gob.mx/conapo/articulos/mexicanos-en-estados-unidos-datos-graficos-y-mapas-cifras-2017-y-2018?idiom=es
https://www.gob.mx/conapo/articulos/mexicanos-en-estados-unidos-datos-graficos-y-mapas-cifras-2017-y-2018?idiom=es
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menos de 2,500 habitantes. La gran mayoría de las remesas provinieron de 

los Estados Unidos (94.6 %)109. La dependencia de México en las remesas 

se estimó en un 2.9 % del PIB para 2019, situándolo en su mayor nivel de 

dependencia desde 2003110 y posicionando a México como el tercer país 

del mundo en recibir más remesas.

Solamente en la región de América Latina y el Caribe, México es –por 

mucho– el principal receptor de remesas; en 2017 recibió el 30.3 %, en 2018 

el 33.7 % y en 2019 el 36.0 % de todas las remesas de la región111.

Con respecto a estos datos, vale la pena resaltar que abandonar el país no 

es una decisión fácil y pone a muchas personas en una situación de gran 

vulnerabilidad. Aun cuando logran estabilizarse económica y legalmente 

siguen enfrentando conflictos identitarios y sentimientos de falta de 

pertenencia al nuevo lugar en el que viven. Además, los grupos de 

migrantes suelen enfrentar múltiples formas de exclusión tanto en sus 

países anfitriones como en los de origen.

A pesar de la enorme importancia poblacional y económica que la 

comunidad migrante tiene en el país, constantemente se ve privada de sus 

derechos políticos y electorales.

Según el artículo 34 constitucional los únicos requisitos para ser 

considerado ciudadano es ser mexicana o mexicano, haber cumplido 18 

años y tener un modo honesto de vivir. De la lectura de ese artículo se 

aprecia que la condición de migrante no es excluyente con la de ciudadano 

mexicano o mexicana y, por lo tanto, deben tener los mismos derechos que 

cualquier otro ciudadano. 

En el caso concreto, el artículo 35 constitucional prevé el derecho de la 

ciudadanía de votar en las elecciones populares y de ser votada en 

condiciones de paridad (según los requisitos que establece la ley).

109 Idem, pág. 124. 
110 Idem, pág. 126. 
111 Idem, pág. 122.
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A pesar del reconocimiento constitucionalmente expreso que la ciudadanía 

tiene de estos dos derechos, la comunidad migrante, por su circunstancia 

particular, no ha podido ejercer plenamente sus derechos políticos y 

electorales.

Para 2018, según la información de la autoridad responsable, únicamente 

20 entidades federativas habían reconocido el derecho de la ciudadanía 

residente en el extranjero de votar para las gubernaturas y solamente 3 de 

esas permitían el voto en elecciones de legisladores.

Para el caso de las elecciones federales, el artículo 329 de la Ley General 

de Instituciones y Procedimientos Electorales únicamente reconoce el 

derecho de votar en las elecciones presidenciales y de senadurías a las y 

los mexicanos residentes en el extranjero, sin pronunciarse sobre la 

posibilidad de votar para las elecciones de diputaciones federales.

Esta situación adversa se enfatiza todavía más con respecto al derecho de 

ser votado, ya que en la actualidad solamente cuatro entidades federativas 

reconocen el derecho de ser electo para un cargo popular de una persona 

que reside en el extranjero.

Como se señaló, el INE no niega que nos encontremos frente a un grupo 

en situación de vulnerabilidad, sin embargo, pretende justificar la negativa 

de establecer una medida afirmativa, a partir de considerar que es necesario 

realizar una reforma constitucional y legal para implementarla. 

Esta Sala Superior ha determinado en diversas ocasiones que las medidas 

afirmativas constituyen medidas temporales, razonables, proporcionales y 

objetivas orientadas a la igualdad material y, por lo tanto, se componen de 

los siguientes elementos:112

 El objeto y fin de alcanzar la igualdad material y, por tanto, compensar 
o remediar una situación de injusticia, desventaja o discriminación; 
alcanzar una representación o un nivel de participación equilibrada, así 
como establecer las condiciones mínimas para que las personas puedan 

112 Criterio sustentado en la Jurisprudencia 11/2015, de rubro ACCIONES AFIRMATIVAS. 
ELEMENTOS FUNDAMENTALES. 



SUP-RAP-21/2021 Y ACUMULADOS

60

partir de un mismo punto de arranque y desplegar sus atributos y 
capacidades. 

 Destinatarios conformados por personas y grupos en situación de 
vulnerabilidad, desventaja y/o discriminación para gozar y ejercer 
efectivamente sus derechos.

 Una conducta exigible que abarca una amplia gama de instrumentos, 
políticas y prácticas de índole legislativa, ejecutiva, administrativa y 
reglamentaria.

Partiendo de estos elementos es posible advertir que no hay congruencia 

entre la naturaleza de la medida afirmativa solicitada y la exigencia de la 

implementación de una reforma legislativa, para establecer el diseño 

regulatorio permanente del derecho de las personas mexicanas residentes 

en el extranjero a ser votadas. Como ejemplo de lo anterior, se debe tener 

en cuenta que muchas medidas afirmativas en materia de género se 

implementaron necesariamente de forma previa a la existencia de una 

reforma legislativa que las desarrollara, como la paridad horizontal. 

En este sentido, basta con que existan situaciones objetivas que justifiquen 

una medida a favor de grupos o colectivos que están en una situación de 

desventaja o subrepresentación para adoptar medidas afirmativas que 

permitan una mayor participación. 

Así, por ejemplo, al Relator Especial de Naciones Unidas, Marc Bossuyt, en 

su informe final sobre Prevención de la Discriminación. El concepto y la 

práctica de la acción afirmativa (2002), destacó que existen diferentes 

razones que permiten justificar la adopción de medidas afirmativas, 

atendiendo al contexto social de cada Estado. 

Entre ellas, están las de enderezar o reparar injusticias históricas; reparar 

la discriminación social/estructural; crear diversidad o una representación 

proporcional de los grupos desventajados; argumentos relativos a la utilidad 

social que contribuyan al bienestar de muchas personas y generen mejores 

situaciones o servicios para los grupos desfavorecidos; como medidas 

preventivas para evitar la agitación social; para una mayor eficiencia del 

sistema socioeconómico o político; como medio para construir una sociedad 

más igualitaria después de periodos históricos donde algunos grupos han 
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quedado rezagados; para conseguir igualdad de oportunidades en relación 

con la igualdad de resultados.113

De esta forma, en el contexto actual, es innegable la importancia que tiene 

para el sistema político mexicano y su modelo de representación política 

reconocer, en la mayor medida posible, condiciones adecuadas para el 

pleno ejercicio de los derechos político-electorales de las personas 

migrantes y mexicanas residentes en el extranjero en la medida de las 

posibilidades jurídicas y fácticas; especialmente, dado que su situación 

responde a causas estructurales de diversa índole.

Al respecto, en el ámbito de las Naciones Unidas, la Convención 

Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, en su artículo 42, dispone que 

los Estados Partes considerarán la posibilidad de establecer procedimientos 

o instituciones que permitan tener en cuenta, tanto en los Estados de origen 

como en los Estados de empleo, las necesidades, aspiraciones u 

obligaciones especiales de las y los trabajadores migratorios y sus 

familiares y considerarán también, según proceda, la posibilidad de que 

tengan en esas instituciones sus propios representantes libremente 

elegidos.

Por su parte, en el ámbito regional americano, los Principios 

Interamericanos sobre los Derechos Humanos de Todas las Personas 

Migrantes, Refugiadas, Apátridas y las Víctimas de la Trata de Personas, 

aprobados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en 

diciembre de 2019, en cuyo Principio 31, relativo a los derechos de 

Participación política, señalan: “Todo migrante tiene derecho a participar en 

la vida civil y política de su comunidad en su Estado de origen y en la 

conducción de los asuntos públicos. Este derecho comprenderá la libertad 

de participar en los asuntos públicos del Estado de origen y el derecho a 

113 “Prevención de la discriminación. El concepto y la práctica de la acción afirmativa”. Informe final 
presentado por el Sr. Marc Bossuyt, Relator Especial, de conformidad con la resolución 1998/5 de la 
Subcomisión. Doc. E/CN.4/Sub.2/2002/21 17 de junio de 2002.
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votar y ser elegido en las elecciones de ese Estado, de conformidad con su 

legislación.” 

En este contexto normativo e histórico, exigir una reforma legislativa para 

que se implemente una medida afirmativa sería excesivamente gravoso 

para las y los destinatarios, ya que por la propia naturaleza que tienen como 

grupo en situación de desventaja su incidencia en la agenda legislativa se 

encuentra limitada.

Finalmente, en la sentencia SUP-RAP-121/2020, que dio origen al acuerdo 

impugnado, se reconoce que las características de las medidas afirmativas 

son las siguientes:

 El Estado mexicano tiene la obligación de establecer acciones 
afirmativas en tanto constituyen medidas temporales, razonables, 
proporcionales y objetivas orientadas a la igualdad material.

 Constituyen una medida compensatoria para situaciones en las que 
existe desventaja, que tienen como propósito revertir escenarios de 
desigualdad histórica y de hecho que enfrentan ciertos grupos en el 
ejercicio de sus derechos. Con ello, se les garantiza la igualdad 
sustancial en el acceso a los bienes, servicios y oportunidades de que 
dispone la mayoría de los sectores sociales.

 Tienen el objeto de revertir la desigualdad existente entre los géneros, 
compensando los derechos del grupo de población en desventaja, al 
limitar los del aventajado.

 Hacer realidad la igualdad material y, por tanto, compensar o remediar 
una situación de injusticia, desventaja o discriminación.

 Alcanzar una representación o un nivel de participación equilibrada.
 Establecer las condiciones mínimas para que las personas puedan partir 

de un mismo punto de arranque y desplegar sus atributos y capacidades.
 Sus destinatarias son personas y grupos en situación de vulnerabilidad, 

desventaja y/o discriminación.
 Abarcan una amplia gama de instrumentos, políticas y prácticas de índole 

legislativa, ejecutiva, administrativa y reglamentaria. La elección de una 
acción dependerá del contexto en que se aplique y del objetivo a lograr.

La principal razón del INE para negar la posibilidad de implementar una 

medida afirmativa fue la incompatibilidad constitucional y legal de las 

diputaciones federales con la comunidad migrante. Sin embargo, no ofreció 

argumentos para sustentar esa afirmación. En tal sentido, es necesario que 

esta Sala Superior haga el análisis las incompatibilidades que podrían 

señalarse.
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i. Sobre los requisitos de elegibilidad

De conformidad con el artículo 55 constitucional, los requisitos para ejercer 

una diputación federal son los siguientes:

 Tener ciudadanía mexicana por nacimiento;
 Tener veintiún años cumplidos el día de la elección;
 Ser originario de la entidad federativa en que se lleve a cabo la elección 

o vecino de esta con residencia efectiva de más de seis meses 
anteriores a la fecha (en el caso de participar por el principio de MR) o 
alguna de las entidades que comprendan las circunscripciones 
plurinominales (en el caso de participar por el principio de RP);

 No ocupar un cargo en las fuerzas de seguridad y;
 No ser titular de órganos constitucionales autónomos, secretarios o 

subsecretarios de estados, o ministros de la SCJN, de entre otros cargos.

Además, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en 

su artículo 10, añade los siguientes requisitos:

 Estar inscrito en el Registro Federal de Electores y contar con credencial 
para votar y;

 No estar condenado por el delito de violencia política en contra de las 
mujeres en razón de género.

Al respecto, el único requisito que podría ser un impedimento para la 

población migrante sería la exigencia de ser originario de la entidad 

federativa en que se haga la elección o bien tener residencia efectiva en 

ella por un plazo superior a los seis meses previos. Para poder entender los 

alcances de este requisito es necesario interpretar el término “residencia 

efectiva”. 

Sobre este tema, la Sala Superior se ha pronunciado, en repetidas 

ocasiones, en el sentido de que la finalidad de este requisito consiste en 

que exista una relación entre la persona representante o gobernante con la 

comunidad a la que pertenecen las y los electores114.

La importancia de esta vinculación radica en que la información relativa al 

entorno político, social, cultural y económico del lugar les permitirá a 

quienes gobiernan identificar las prioridades y problemáticas a fin de 

114 Criterio sostenido en las sentencias SUP-JRC-65/2018 y SUP-OP-04/2020.
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atenderlas y, con ello, generar los mayores beneficios para quienes integran 

el estado115.

Por otra parte, es aplicable, por analogía, lo sostenido por el pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Jurisprudencia P./J. 3/2011116, 

en el sentido de que los requisitos establecidos constitucionalmente para 

los cargos de elección popular deben ser interpretados frente al derecho a 

ser votado, establecido en el artículo 35, fracción II de la Constitución 

federal. 

Esta interpretación de los requisitos tiene como objetivo hacer efectivo el 

establecimiento de calidades razonables y proporcionales que permitan una 

participación más amplia y un mayor acceso al derecho político a ser 

votado, sin afectar el contenido esencial del derecho humano al sufragio.

Esto último, armoniza con diversas normas internacionales, tales como los 

artículos 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 25 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que indican que las 

restricciones a los derechos fundamentales, de entre ellos, los derechos 

políticos, no deben ser discriminatorias y deben atender a cuestiones de 

necesidad y proporcionalidad en una sociedad democrática, para lo cual se 

optará por elegir las que restrinjan en menor medida el derecho protegido y 

guarden proporcionalidad con el propósito perseguido.

Este tipo de interpretaciones en sentido amplio han sido adoptadas en 

ocasiones previas por la Sala Superior. Por ejemplo, en la sentencia recaída 

al Juicio Ciudadano SUP-JDC-352/2018, se reconoció el derecho a votar de 

las personas privadas de su libertad, a pesar existir una restricción 

constitucional para ello, ya que:

[E]l Estado debe cumplir las obligaciones y ejercer las acciones 
que se requieran para garantizar el ejercicio del derecho, por 

115 Criterio sostenido en la sentencia SUP-JDC-422/2018.
116 Jurisprudencia de rubro GOBERNADOR DE UN ESTADO. EL ARTÍCULO 116 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, QUE FIJA LAS 
CONDICIONES PARA QUE UNA PERSONA PUEDA POSTULARSE PARA ESE CARGO, DEBE 
ANALIZARSE SISTEMÁTICAMENTE CON EL DIVERSO 35, FRACCIÓN II, DEL MISMO 
ORDENAMIENTO FUNDAMENTAL, EN TANTO ESTE ÚLTIMO ESTABLECE EL DERECHO DE 
LOS CIUDADANOS A SER VOTADOS PARA TODOS LOS CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR.
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ejemplo, la organización del aparato y estructuras 
gubernamentales para que todos los sujetos de derechos tengan 
la oportunidad de disfrutar de ellos, y políticas públicas, 
entendidas como el conjunto de decisiones y acciones 
estratégicamente realizadas para solucionar problemas [60] o 
deficiencias pública mediante acciones orientadas a obtener el 
mayor bienestar posible y de la forma más eficiente.

Guastini sostiene que no es lo mismo atribuir un derecho que 
garantizarlo, para atribuirlo basta con que una norma lo haga, para 
garantizarlo no es suficiente proclamarlo sino que es necesario 
disponer de mecanismos adecuados para ello.

Para hacer tangible la justicia constitucional, no basta con atribuir 
o proclamar un derecho, sino que hay que garantizarlo con 
medidas que permitan su realización y con procedimientos que 
permitan su exigibilidad de manera eficaz.

En ese sentido, es posible interpretar el requisito de residencia efectiva 

como la necesidad de que las y los aspirantes demuestren algún tipo de 

vínculo con alguna de las entidades federativas y con la comunidad de 

migrantes en donde residan. 

ii. Sobre las reglas de campaña 

No se advierte alguna exigencia normativa que imposibilite el derecho de 

las y los miembros de la comunidad migrante para hacer campaña vía 

candidaturas de representación proporcional. A ello se suma que:

 No sería posible sostener que el proceso de precampañas ya concluyó e 
incluir una medida de este tipo afectaría el principio de certeza. Ello, 
porque esta Sala Superior ordenó al INE emitir medidas afirmativas para 
los grupos en situación de vulnerabilidad, lo que quiere decir que al emitir 
la sentencia SUP-RAP-121/2020 fue contemplada la posible afectación 
a dicho principio en el desarrollo del proceso electoral federal, sin que tal 
situación sea de la entidad suficiente para continuar invisibilizando a 
grupos en situación de vulnerabilidad.

 Las personas mexicanas residentes en el extranjero no se verían 
limitadas en la forma en la que podrían hacer campaña. Aunque se 
establecen algunas limitantes en la legislación electoral con respecto a la 
forma en la que se busca el apoyo popular, no existe algún requisito que 
obligue a las candidaturas de representación proporcional a acudir 
físicamente a realizar actos de campaña. En todo caso, la posibilidad se 
considera un derecho de las y los aspirantes y, la dificultad de ejercer un 
derecho no debería traducirse en la negativa total de acceder a un cargo 
de elección popular.
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 La forma de ejercer campaña es un derecho de las y los candidatos y la 
imposibilidad de realizar una forma particular de campaña no se puede 
traducir en una imposibilidad jurídica para acceder al cargo. De igual 
manera, al permitirse su participación por el principio de representación 
proporcional, no sería necesaria una campaña, aunque cuenten con el 
derecho a realizarla, conforme a los parámetros establecidos. En ese 
sentido, no habría un impedimento real para que las personas mexicanas 
residentes en el extranjero puedan –si así lo desean– realizar campañas.

iii. Sobre la fiscalización y el financiamiento

Finalmente, aunque la legislación electoral establece algunas obligaciones 

a las y los candidatos en términos de fiscalización, como comprobar sus 

gastos, no existe un argumento que permita suponer que se debería dar un 

trato diferenciado a las y los miembros de la comunidad migrante. Además, 

el financiamiento operaría de la misma manera que para el resto de las y 

los candidatos y partidos políticos.

A partir de lo anterior, esta Sala Superior concluye que no se advierte algún 

elemento objetivo que permita concluir que el diseño constitucional y legal 

impide la implementación de una medida afirmativa a favor de la comunidad 

migrante.

Por esa razón, resulta procedente ordenar al INE que implemente una 

medida afirmativa a favor de la comunidad migrante, en la cual contemple 

lo siguiente:

 Las formas en que las y los candidatos pueden cumplir con la vinculación 
con su estado de origen y la comunidad migrante.

 El número de candidaturas y circunscripciones por las que participarían, 
tomando en cuenta que únicamente solicitan participar por el principio de 
representación proporcional.

 El lugar que deberán ocupar en la lista deberá ser dentro de los primeros 
diez lugares, como el resto de las medidas afirmativas implementadas 
para este proceso electoral.

La implementación de medidas para personas mexicanas residentes en el 

extranjero también se justifica por la urgente demanda de igualdad en los 

derechos. Es decir, igualdad frente a la ciudadanía mexicana, en lo general, 



SUP-RAP-21/2021 Y ACUMULADOS

67

como frente al resto de los grupos en situación de vulnerabilidad, en lo 

particular. 

Por tanto, a la luz del artículo 1° constitucional, es imperativo reconocer el 

derecho político y electoral que solicita la comunidad de mexicanos y 

mexicanas residentes en el extranjero. 

Finalmente, la organización Fuerza Migrante117 aduce que, pese a haberlo 

solicitado en reiteradas ocasiones en un periodo de casi tres años, el INE 

ha contestado con algunos oficios y organizado foros pero no se ha 

pronunciado definitivamente sobre la medida afirmativa para que la 

comunidad migrante en los Estados Unidos de América tenga 

representación en las dos cámaras del Congreso de la Unión118. 

El agravio es infundado puesto que, en el acuerdo impugnado, el CG del 

INE se hace cargo de lo solicitado y señala las razones por las que desde 

su óptica no resultaba viable atender lo solicitado en este momento. Incluso 

expresamente refiere el escrito de nueve de enero de dos mil veintiuno por 

el que se hizo la solicitud expresa al INE de emitir acciones afirmativas en 

favor de la comunidad migrante residente en el extranjero en la postulación 

de candidaturas a diputaciones, como parte del cumplimiento a la sentencia 

SUP-RAP-121/2020 y acumulados; ordenando que se le notificara el 

acuerdo119.

Adicional a lo expuesto, se considera que con el dictado de la presente 

sentencia queda colmado la pretensión de la Asociación, toda vez que se 

ha ordenado la implementación de una acción afirmativa a favor del grupo 

que representa. 

9. Consideraciones finales de esta Sala Superior con relación a lo 
planteado en el asunto. El informe presentado por el relator especial de la 

117 Juicio de la ciudadanía 89.
118 Aducen que, de no se hace a la brevedad, seguirán conculcándose sus derechos político-
electorales, concretamente el derecho a ser votado consagrado en el artículo 35 constitucional y 7 
de la LEGIPE.
119 Página 5, 91 y 107 del acuerdo impugnado. 
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Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las 

Naciones Unidas120 advierte los riesgos de no acompañar las acciones 

afirmativas con estudios que muestren que efectivamente se está 

combatiendo un mal social. 

Los beneficios de las medidas afirmativas dependerán de cuáles se elijan, 

del momento y del lugar de su aplicación. 

Lo anterior, porque pueden generar una segmentación dentro del grupo 

protegido, es decir, que las personas que realmente se vean favorecidas 

sean las del segmento más afortunado de los grupos beneficiarios, es decir, 

se crea una minoría favorecida dentro del grupo en situación de 

vulnerabilidad (teoría de las dos clases). 

Así las acciones afirmativas pueden traer como consecuencia favorecer a 

personas que tienen mayor poder, presencia o recursos económicos dentro 

del grupo en condiciones desfavorables.

Entonces, incorporar a una serie de grupos que también se encuentran en 

una situación desfavorable sin los análisis correspondientes, puede 

provocar que esas acciones se traslapen e incluso se nulifiquen entre sí. 

De modo que, el criterio para implementar medidas afirmativas no debe 

limitarse a incluir personas que pertenezca a cualquiera de las categorías 

sospechosas, sino que se debe supervisar cuidadosamente la 

implementación de las medidas, así como especificar la metodología 

empleada. 

Por ello, esta Sala Superior considera necesario que, una vez finalizado el 

actual proceso electoral, el INE realice estudios y análisis a través de los 

cuales pueda determinar con datos fácticos y objetivos la eficacia de las 

acciones afirmativas.

120 “Prevención de la discriminación. El concepto y la práctica de la acción afirmativa”. Informe final 
presentado por el Sr. Marc Bossuyt, Relator Especial, de conformidad con la resolución 1998/5 de la 
Subcomisión. Doc. E/CN.4/Sub.2/2002/21 17 de junio de 2002.
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Resulta indispensable que la autoridad evalúe los alcances de las acciones 

afirmativas y el cumplimiento de los objetivos determinados mediante una 

metodología adecuada, a través de estudios segmentados y siempre bajo 

el criterio de transversalidad. Ello, a fin de determinar si es necesario 

realizar correcciones ante nuevos escenarios de discriminación, exclusión 

o necesidad de inclusión.

Por tanto, el INE debe verificar si las acciones implementadas están 

logrando sus objetivos e informar de esto al Congreso de la Unión, a fin de 

que determine las acciones afirmativas que puedan incluirse en la 

legislación, a efecto de implementar las que efectivamente estén 

aminorando los problemas sociales que generan la exclusión y 

discriminación hacia grupos en situación de desventaja. 

Por otro lado, esta Sala Superior observa que hacer pública información 

vinculada con la pertenencia de una persona a un grupo que engloba 

posibles categorías sospechosas, puede colocarle en cierto riesgo e incluso 

vulnerar la protección de su intimidad y datos personales. 

En consecuencia, las autoridades electorales debemos velar porque la 

implementación de las acciones afirmativas no conduzca a la afectación de 

otros derechos, como la privacidad y la intimidad. 

Estos derechos constituyen manifestaciones de una libertad que involucra 

más aspectos de la persona, que es el libre desarrollo de la personalidad. 

El libre desarrollo de la personalidad es una protección jurídica a decisiones 

fundamentales de la persona, como es su vida privada. 

Dicha libertad es consustancial a la dignidad de la persona para permitirle 

desenvolverse y expresarse conforme a sus creencias o sus elecciones, sin 

intromisión alguna. 
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Así, los tratados internacionales reconocen que nadie debe ser objeto de 

injerencias arbitrarias o ilegales en la vida privada, familia, domicilio, honra 

o reputación.121

De modo que, no hay un derecho a la información para conocer las 

preferencias/orientaciones sexuales o la identidad de género de las 

personas, porque forma parte de ese núcleo privado que queda excluido del 

interés general. 

Por esa razón, la Constitución Federal establece como una de las limitantes 

al ejercicio del derecho de acceso a la información, aquella que se refiera a 

la vida privada y datos personales122.

Por su parte, la Ley General de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados considera datos personales sensibles, entre 

otros, los relacionados con las preferencias sexuales123. 

Dicha Ley señala como sujetos obligados a las autoridades de los tres 

órdenes de gobierno y de los tres poderes de la federación (ejecutivo, 

legislativo y judicial), así como los órganos autónomos, partidos políticos, 

fideicomisos y fondos públicos. Por lo tanto, eso incluye al INE. 

Los datos personales sensibles no pueden ser tratados -cualquier operación 

relacionada con el manejo de los datos, como lo es la difusión o divulgación- 

salvo que se cuente con el consentimiento expreso de su titular124. 

121 Artículo 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; artículo 17.1 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo 11.2 de Convención Americana sobre Derechos 
humanos.
122 Artículo 6. (…)
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases: (…)
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos 
y con las excepciones que fijen las leyes. (…)
123 Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: (…)
X. Datos personales sensibles: Aquellos que se refieran a la esfera más íntima de su titular, o cuya 
utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleve un riesgo grave para éste. De 
manera enunciativa más no limitativa, se consideran sensibles los datos personales que puedan 
revelar aspectos como origen racial o étnico, estado de salud presente o futuro, información genética, 
creencias religiosas, filosóficas y morales, opiniones políticas y preferencia sexual;
124 Artículo 7. Por regla general no podrán tratarse datos personales sensibles, salvo que se cuente 
con el consentimiento expreso de su titular o en su defecto, se trate de los casos establecidos en el 
artículo 22 de esta Ley.
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La ley da un estatus específico a los datos sensibles para impedir su 

tratamiento, a menos que haya consentimiento expreso para esos efectos. 

Lo anterior, lleva a esta Sala Superior a concluir que la autoridad electoral 

debe ser especialmente cuidadosa al momento de implementar las medidas 

afirmativas para no revelar información, a fin de salvaguardar el derecho a 

la intimidad y a la vida privada. 

Por ello, el INE debe implementar un mecanismo a través del cual otorgue 

la posibilidad de que cada persona registrada como candidata, pueda 

solicitar la protección de sus datos respecto de la acción afirmativa por la 

que participa.

Asimismo, el INE tiene el deber ineludible de resguardar bajo su más 

estricta responsabilidad la información que se le proporcione para tales 

efectos.

SÉPTIMA. Efectos. A partir de lo señalado en esta sentencia, el INE 

deberá:

1. Diseñar e implementar, a la brevedad, medidas afirmativas para personas 

mexicanas migrantes y residentes en el extranjero a fin de que, en el actual 

proceso electoral federal, participen dentro de los diez primeros lugares en 

las listas de representación proporcional de cada una de las 

circunscripciones plurinominales, cumpliendo con el principio de paridad. En 

tal sentido, el INE deberá informar el cumplimiento a lo ordenado dentro del 

plazo de 24 horas a que suceda.

2. Llevar a cabo un estudio respecto de la eficacia y funcionamiento de las 

acciones afirmativas implementadas en este proceso electoral, a fin de 

determinar si es necesario realizar ajustes en próximos procesos. Este 

estudio deberá llevarlo a cabo una vez finalizado el proceso electoral en 

curso y ponerlo a disposición del Congreso de la Unión para los efectos 

conducentes.

(…)
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3. Dar la posibilidad de que cada persona registrada como candidata, pueda 

solicitar la protección de sus datos respecto de la acción afirmativa por la 

que participa. 

Finalmente, se da vista al Congreso de la Unión para que, en el ámbito de 

sus atribuciones, lleve a cabo las acciones pertinentes, necesarias y 

suficientes, para garantizar a las personas mexicanas residentes en el 

extranjero el ejercicio pleno de sus derechos político-electorales, por 

ejemplo, a través de la creación de la diputación migrante. El INE 

coadyuvará con el Congreso para tal efecto.

Por lo expuesto y fundado, se aprueban los siguientes

RESOLUTIVOS

PRIMERO. Se acumulan los medios de impugnación precisados en el fallo.

SEGUNDO. Se ordena al Instituto Nacional Electoral que modifique el 

acuerdo impugnado para los efectos señalados en la presente sentencia. 

TERCERO. Se ordena al Instituto Nacional Electoral implementar las 

acciones señaladas en este fallo. 

CUARTO. Se da vista al Congreso de la Unión para que lleve a cabo las 

acciones precisadas en la sentencia.

QUINTO. Se ordena al Instituto Nacional Electoral a coadyuvar en los 

términos señalados en esta ejecutoria.

NOTIFÍQUESE conforme a Derecho.

En su oportunidad, devuélvanse los documentos atinentes y archívense el 

expediente como asunto total y definitivamente concluido.
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Así, por unanimidad de votos lo resolvieron las y los magistrados que 

integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, con la ausencia del Magistrado Presidente José Luis Vargas 

Valdez, actuando como Presidenta por Ministerio de Ley, la Magistrada 

Janine M. Otálora Malassis. El Secretario General de Acuerdos autoriza y 

da fe que la presente resolución se firma de manera electrónica.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas 

electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad 

con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, 

por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial 

de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten 

con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de 

impugnación en materia electoral.


